
REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA DC 
Cra. 10 N° 14-33 Piso 11° Edificio Hernando Morales 

Telefax: 2862065 
Email:ccto35bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
3 de mayo de 2021 
Oficio No. 21-0919 JMN 
 
Señores: 
SUPERINTENDENCIA INDUSTRIA Y COMERCIO 
Ciudad 
 
REF: PROCESO DE REORGANIZACION No. 11001-31-03-035-2021-
00063-00 de LUZ MIREYA ESCOBAR MONTENEGRO C.C. 52.179.391 y 
NIT. 52.179.391-3. Al contestar cítese referencia. 
 
Comunícole que este Despacho mediante auto de fecha veintidós (22) de 
abril de dos mil veintiuno (2021), se ORDENÓ comunicarle la iniciación del 
proceso de reorganizacion de la referencia, de la señora LUZ MIREYA 
ESCOBAR MONTENEGRO C.C. 52.179.391 y NIT. 52.179.391-3, para lo de 
su competencia.  
 
Anexo copia del auto en mención.   
 
Atentamente, 
 

DIANA ALEJANDRA TRIANA TRIANA 
Secretaría 

 

Firmado Por:

 

 

DIANA ALEJANDRA TRIANA TRIANA 

SECRETARIO 

SECRETARIO  - JUZGADO 035 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C., 

      

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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CONSTANCIA SECRETARIAL: Al despacho de la señora Juez, para lo que se sirva proveer.  
 
Cúcuta, 19 de marzo de 2021. 

 
EDGAR OMAR SEPÚLVEDA MORA 
Secretario 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
                           

AUTO RESUELVE RECURSO  
INSOLVENCIA  

 RAD. 540013153004-2020-00174-00 

 
San José de Cúcuta, diecinueve (19) marzo de dos mil veintiuno (2021). 

 
Se encuentra al Despacho la presente demanda de INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL 
NO COMERCIANTE promovida por FREDY RAMÍREZ QUINTERO contra ACREEDORES 
VARIOS, para decidir lo que en derecho corresponda frente al recurso de reposición 
interpuesto por solicitante contra el auto de fecha 13 de noviembre de 2020, por medio 
del cual se rechazó el asunto.  
 

ANTECEDENTES 
 

El 14 de septiembre de 2020, correspondió por reparto conocer la solicitud de 
INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE promovida por FREDY RAMÍREZ 
QUINTERO contra ACREEDORES VARIOS, resolviendo el Despacho inadmitir la demanda en 
proveído calendado 18 de septiembre del mismo año. Posteriormente, en decisión que 
data 13 de noviembre del mismo año, dispuso rechazar la misma.  
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO 
 

Interpone el solicitante FREDY QUINTERO RAMÍREZ recurso de reposición en subsidio de 
apelación contra la decisión que en este asunto dictase este Juzgado el 13 de noviembre 
de 2020, en la cual se rechazó la demanda por indebida subsanación, considerando que 
carecía el solicitante del derecho de postulación.  
 
La interposición del recurso ataca justamente que la Ley 1116 de 2006, permite el inicio 
del proceso de reorganización directamente.  
 

CONSIDERACIONES 
 

Antes de entrar a determinar si hay lugar a reponer o no el auto impugnado, vale precisar 
que el Recurso de Reposición tiene como principio que las partes puedan cuestionar las 
decisiones que hace el juez mediante providencias, que se denominan autos, con el objeto 
de que este revoque o reforme los errores cometidos en estos, bien por aplicación 
equivoca de la norma o por inobservancia de supuestos fácticos o probatorios que 
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sirvieron de fundamento para su adopción, y reparar el perjuicio latente en la resolución 
recurrida, pero en siempre partiendo de predicar el error respecto de la providencia 
objeto de cuestionamiento.    
 
Además de ello, debemos resaltar en esta oportunidad que “este recurso busca que el mismo 
funcionario que profirió la decisión sea el que vuelva sobre ella y, si es del caso reconsiderarla, en 
forma total o parcial, lo haga; es requisito necesario para su viabilidad, que se motive el recurso al 
ser interpuesto, esto es, que por escrito o verbalmente si es en audiencia o diligencia, se le 
expongan al juez las razones por las cuales se considera que su providencia esta errada, con el fin 
de que proceda a modificarla o revocarla (…)”1. Por dichas razones, no le cabe duda a esta 
funcionaria que la parte recurrente es clara en manifestar su punto de descontento y 

consecuentemente debe ser la resolución que se imponga. 
 
El procedimiento de insolvencia de persona natural no comerciante, se encuentra 
regulado en el Código General del Proceso y sus decretos reglamentarios 962 del 2009, 
2677 del 2012 y 1829 del 2013, está previsto para las personas naturales que no 
desarrollen actividades mercantiles de manera habitual. En ese sentido, la ley permite: (i) 
negociar sus deudas a través de un acuerdo con sus acreedores para obtener la 
normalización de sus relaciones crediticias, (ii) convalidar los acuerdos privados a los que 
llegue con sus acreedores y (iii) liquidar su patrimonio, procedimiento que se ejecuta ante 
los juzgados civiles municipales, que tienen la competencia para conocer de estos 
procedimientos. 
 
Ahora bien, revisado el asunto, en efecto, el artículo 539 del C.G.P., establece que “(…) La 
solicitud de trámite de negociación de deudas podrá ser presentada directamente por el 
deudor o a través de apoderado judicial y a ella se anexarán los siguientes documentos 
(…)”.  
 
Conforme lo anterior, sin duda alguna resulta más que evidente que la razón se inclina de 
parte del solicitante por lo que habrá de revocar el auto recurrido.  

 
En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. REVOCAR el auto apelado de fecha 13 de noviembre de 2020, por lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. En consecuencia, ADMITIR la SOLICITUD ESPECIAL DE REORGANIZACIÓN 
EMPRESARIAL, efectuada por FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO. ORDENAR la INSCRIPCIÓN del inicio del presente proceso de Reorganización, en 
el registro mercantil de la Cámara de Comercio de Cúcuta. Ofíciese y remítasele copia del 
presente auto. 
 
CUARTO. DESIGNAR, como promotor del deudor, a FREDDY RAMÍREZ QUINTERO y 
suplente a FRANKI GIOVANN BELTRÁN CRIADO, este último localizado en la av. 3 # 11-49 
oficina 207 del centro de Cúcuta. 
 

                                                           
1 Código General del Proceso, Parte General, Hernán Fabio López Blanco. 
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QUINTO. ORDENAR al promotor designado en el Numeral anterior, que con base en la 
información aportada y demás documentos y elementos de prueba que aporten los 
interesados, presente dentro del término de Cuarenta (40) días, el proyecto de calificación 
y graduación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias causadas 
entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión del proceso y la fecha de 
inicio del mismo, so pena de su remoción, de conformidad con lo establecido en el 
Numeral 3º del artículo 19 de la Ley 1116 de 2006. 
 
SEXTO. Una vez vencido el termino anterior, DISPONER mediante auto el traslado por el 
termino de DIEZ (10) días, del estado del inventario de los bienes del deudor, presentado 
con la solicitud de inicio del proceso, y del proyecto de calificación y graduación de 
créditos y derechos de voto mencionada en el numeral anterior, con el fin de que los 
acreedores puedan objetarlos. 
 
SÉPTIMO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, mantener a disposición de los acreedores, en su página 
electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Sociedades, o por cualquier otro 
medio idóneo que cumpla igual propósito, dentro de los diez (10) primeros días de cada 
trimestre, a partir del inicio de la negociación, los estados financieros básicos actualizados, 
y la información relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la 
negociación, así como el estado actual del proceso de reorganización, so pena de la 
imposición de multas.  
 
OCTAVO. PREVENIR al deudor al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con 
Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050 que, sin la autorización de este despacho, no podrá 
realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni 
constituir cauciones sobre sus bienes, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus 
obligaciones. 
 
NOVENO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, la fijación de un aviso que informe sobre el inicio del proceso, 
en la sede y sucursales del deudor. 
 
DÉCIMO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050 que, a través de los medios que estimen idóneos en cada caso, 
efectivamente informen a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de 
reorganización, transcribiendo el aviso que informa acerca de ello expedido por el Juez del 
Concurso, incluyendo a los jueces que tramitan procesos de ejecución y restitución. En 
todo caso deberán acreditar ante este Despacho el cumplimiento de lo anterior, cuyos 
gastos estarán a su cargo. 
 
DÉCIMO PRIMERO. DISPONER la remisión de una copia de esta providencia de apertura 
del trámite de reorganización solicitado, al Ministerio de la Protección Social, Ministerio 
del trabajo, a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y a la Superintendencia 
que ejerza la vigilancia o control del deudor, para lo de su competencia. 
 
DÉCIMO SEGUNDO. FIJAR en este Despacho Judicial, en un lugar visible al público y por el 
término de cinco (5) días, un AVISO que informe acerca del inicio del mismo, del nombre 
del promotor, de la misma manera se deberá incorporar en el mismo la prevención al 
deudor que, sin autorización de este despacho, no podrá realizar enajenaciones que no 
estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre sus 
bienes, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones. 
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DÉCIMO TERCERO. PROHIBIR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con 
Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050, la constitución y ejecución de garantías o cauciones 
que recaigan sobre sus bienes propios, incluyendo fiducias mercantiles o encargos 
fiduciarios que tengan dicha finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, 
desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de 
procesos en curso; conciliaciones o transacciones de ninguna  clase de obligaciones a su 
cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro 
ordinario de sus negocios o que se lleven a cabo sin sujeción a las limitaciones estatutarias 
aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los encargos fiduciarios que tengan esa 
finalidad o encomienden o faculten al fiduciario en tal sentido; salvo que exista 
autorización previa, expresa y precisa por parte de este despacho judicial. 
 
DÉCIMO CUARTO. COMUNICAR de la apertura del presente tramite de INSOLVENCIA a los 
Juzgados Civiles Municipales y Civiles del Circuito de esta ciudad, para que remitan a este 
despacho los procesos de ejecución, o cobro que hayan comenzado con anterioridad a la 
fecha del inicio de este proceso de reorganización y advertir sobre la imposibilidad de 
admitir nuevos procesos de ejecución, ni admitir ni continuar ningún proceso de 
restitución de bienes muebles o inmuebles con los que el deudor al deudor FREDY 
RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050, desarrolle su 
objeto social, para lo cual se les concede el termino máximo de treinta (30) días. 
 
DÉCIMO QUINTO. DAR al presente asunto el trámite previsto en la Ley 1116 de 2006, para 
cada una de las etapas correspondientes. 
 
DÉCIMO SEXTO. OFÍCIESE a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, informándole de la 
existencia de la presente solicitud, debiéndole remitir copia de este auto. Así mismo, 
solicítesele colaboración y/o acompañamiento para los fines de publicidad que en esta 
decisión se dispusieron, por cuanto esta sede judicial no cuenta con los medios de 
comunicación previstos en la norma que rige estos procesos (Ley 1116 de 2006 Numeral 
5º del artículo 19), en especial de una página electrónica, para dar alcance a ello. 
 

NOTIFÍQUESE, 
DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS 

JUEZ2 

 
 

 
 
 

Firmado Por: 
 

DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 004 CIVIL DEL CIRCUITO CUCUTA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 
con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

 
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
La presente providencia, de fecha 19 de marzo de 
2021, se notificó por anotación en Estado No. 011 de 
fecha 23 de marzo de 2021. 

 
EDGAR OMAR SEPÚLVEDA MORA 
Secretario 
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          JUZGADO   CUARTO   CIVIL   DEL   CIRCUITO  
                                 PEREIRA   -   RISARALDA  
                              Palacio   de   Justicia   Oficina   408  
 

 
VAL.   ACDO.   2021-0077  
OFICIO   NÚMERO   0316   
Abril   19   de   2021  
 
Señores  
SUPERINTENDENCIA   DE   INDUSTRIA   Y   COMERCIO  
Carrera   13   N°   27-00   Pisos   3,   4,   5   y   10  
Correo:    notificacionesjud@sic.gov.co  
Bogotá   D.C.  

 
Me  permito  comunicarle  que  mediante  providencia  de  fecha,         
dictada  dentro  del  proceso  de  Validación  de  Acuerdo  Extrajudicial          
de  Reorganización  de  Persona  Natural  Comerciante  promovido  por         
el  deudor  GUILLERMO  LEÓN  AYALA  CC.  10.141.071,  se  ordenó          
oficiar  a  fin  de  que  se  sirva  inscribir,  LA  APERTURA  del  proceso             
solicitado   por   el   citado   señor.   
 
 
Se   adjunta   copia   de   la   providencia.  
 
 
Atentamente,  
  
 
 

 
 
JOAQUIN   VARGAS   MONTOYA  
Secretari o  
 

 
 



 



FL.115 

JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., seis de octubre de dos mil veinte 

  

REF. REORGANIZACIÓN No.11001310302720200023300 

  

Teniendo en cuenta que la solicitud del trámite de reorganización reúne los 

requisitos contenidos en las leyes 1116 de 2006, 1429 de 2020, Decreto 560 de 

2020 y Decreto ley 772 de 2020 procede acceder al conocimiento del presente 

trámite. 
  

En consecuencia, el Juzgado Veintisiete Civil del Circuito de Bogotá, RESUELVE: 
  

1º.- DECRETAR la APERTURA DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN al señor 

JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ (PERSONA NATURAL 

COMERCIANTE), identificado con la cédula de ciudadanía No.1020790852 con 

domicilio en la Carrera 14 No 79-41 de la ciudad de Bogotá, mail: 

jonathansman@hotmail.com  
  

2º.-   PREVENIR al deudor y a los administradores (de haberlos), que sin la 

autorización previa judicial, no podrá adoptar reformas estatutarias; constituir y 

ejecutar garantías o cauciones que recaigan sobre bienes propios del deudor, 

incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que tengan dicha finalidad; 

efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, allanamientos, 

terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en curso; 

conciliaciones o transacciones de ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni 

efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro 

ordinario de los negocios de la deudora que se lleven a cabo sin sujeción a las 

limitaciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los 

encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al 

fiduciario en tal sentido.  
  

3º- ORDENAR a la cámara de comercio del domicilio del deudor, la inscripción de 

la presente providencia, Líbrese la Comunicación pertinente y remítase al correo 

de la entidad a través de las herramientas tecnológicas. 
  

4°-LAS FUNCIONES que de acuerdo con la Ley 1116 de 2006 corresponden al 

promotor serán cumplidas por el por el deudor persona natural comerciante 

JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ persona natural comerciante, por 

tanto, se ORDENA su inscripción en el registro mercantil.  
  

Para el efecto, es del caso ORDENAR OFICIAR a la CAMARA DE COMERCIO 

DE BOGOTA para que proceda al registro del trámite de Reorganización, 

ANEXESE al oficio, los siguientes documentos: i) Copia de la providencia que 

decretó el inicio del proceso de reorganización y que además designó al deudor 

persona natural comerciante señor JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ, 

identificado con la cédula de ciudadanía No.1020790852 con domicilio en la 

Carrera 14 No 79-41 de la ciudad de Bogotá, mail: jonathansman@hotmail.com  

para que asuma las funciones del promotor, alléguese la constancia de ejecutoria 

de la providencia. ii) Copia del AVISO que informa la expedición e inicio del trámite 

de reorganización. El OFICIO y anexos remítase al correo de la precitada entidad 

a través de las herramientas tecnológicas. 
  

mailto:jonathansman@hotmail.com
mailto:jonathansman@hotmail.com


5º.- ORDENAR LIBRAR COMUNICACIONES del inicio del trámite de 

REORGANIZACION a los correos y/o direcciones de los acreedores:  

  
 

6º.-  ORDENAR que el deudor entregue al Juzgado, dentro de los diez (10) días 

siguientes a la fecha de notificación de la presente providencia, un inventario de 

activos y pasivos incluyendo las acreencias causadas entre la fecha de corte de 

la solicitud y la fecha del día anterior a la presente providencia, soportados en un 

estado de situación financiera, un estado de resultado integral y notas a los 

estados financieros a la citada fecha, suscritos por el deudor concursado, contador 

y el revisor fiscal de ser el caso.  En la actualización del inventario y dentro del 

plazo estipulado, deben: 
  

Aportar políticas contables relacionadas con la adopción de las normas 

internacionales de información financiera en la elaboración y presentación de sus 

estados financieros. 
  

Aportar una relación de los bienes inmuebles y muebles sujetos a registro de 

propiedad del deudor, soportados con los certificados de tradición y libertad y/o 

copias de la tarjeta de propiedad de vehículos. 
  

Cumplir con los establecidos en el art. 2.2.2.4.2.31 del Decreto 1835 de 2015, por 

lo que en el inventario debe indicarse los bienes dados en garantía, clasificados 

en necesarios y no necesarios para el desarrollo de la actividad económica, con 

su correspondiente valoración que se refleje en los estados financieros, 

acompañada del avalúo que soporte el registro contable.  Asimismo, deberá 

informa los procesos de ejecución, cobro y mecanismos de pago directo, que 

cursen contra el deudor en reorganización que afecte los bienes en garantía. 
  

7º.- ORDENAR al deudor que con base en la información aportada y demás 

documentos y elementos de prueba que aporten los interesados, presente a este 

Despacho en el correo institucional ccto27bt@cendoj.ramajudicial.gov.co el 

proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto, dentro de 

los dos (2) meses siguientes a partir de la ejecutoria de esta providencia.  Deberá 

incluirse los procesos ejecutivos que se incorporen, además de existir acreedores 

garantizados con bienes inmuebles o muebles, deben reconocerse sus créditos y 

asignar votos en los términos establecidos en el art 50 de la ley 1676 de 2013. 
  

8º.- De los documentos entregados a que alude el numeral anterior procede DAR 

TRASLADO a los acreedores por el término de cinco (5) días, para que formulen 

objeciones de ser el caso. 
  

mailto:ccto27bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


  

9º.- ORDENAR al deudor mantener a disposición de los acreedores en su página 

electrónica si la tiene, o por cualquier otro medio idóneo, dentro de los diez (10) 

primeros días siguientes a la culminación de cada trimestre a partir del inicio de la 

negociación (marzo, junio y septiembre, información de períodos intermedios, así 

como los de fin de ejercicio a 31 de diciembre de cada año), la información a que 

se refiere el ord. 5 del art. 19 de la ley 1116 de 2006.  Así mismo, al correo 

institucional del juzgado y para el trámite de la reorganización deben presentarse 

los estados financieros en formato pdf precisándose que se trata de los estados 

financieros en proceso de reorganización identificando la radicación, nombre y 

cedula del deudor concursado. 
  

10º.- DECRETAR el embargo de los bienes, haberes y derechos de propiedad de 

la deudora, sujetos a registro. COMUNIQUESE a las entidades correspondientes. 

PREVÉNGASE que estas medidas prevalecerán sobre las que se hayan 

decretado y practicado en otros procesos en que se persigan bienes del deudor, 

REMITASE virtualmente.   
  

11º.- ORDENAR al deudor FIJAR EL AVISO contemplado en la ley, en su sede y 

sucursales, el cual deberá permanecer fijado durante todo el tiempo del proceso 

en un lugar visible al público.  
  

12º.- ORDENAR al deudor, en su condición de promotor, para efectos de la 

aplicación de lo dispuesto en el art. 20 de la ley 1116 de 2006, que a través de los 

medios que considere idóneos, informe a los jueces, a las autoridades 

jurisdiccionales de que trata el art 57 de la ley 1676 de 2013, a las instituciones 

fiduciarias, a los notarios y cámaras de comercio que tramiten procesos de 

ejecución contractual o especial de la garantía, de restitución cuando esta se 

adelante por mora en el pago de los cánones, sobre bienes del deudor, así como 

a los acreedores garantizados que se encuentren ejecutando su garantía por 

medio del mecanismo de pago directo, la apertura del proceso de reorganización, 

transcribiendo el aviso del art. 19-9 de la ley 1116 de2006. Incorporados los 

procesos de ejecución o cobro al trámite de reorganización o cualquier otra clase 

de cobro iniciados con anterioridad a la fecha de inicio de la reorganización en los 

términos del art 20 de la ley 1116 de 2006.  El cumplimiento de la anterior 

instrucción deberá acreditarse dentro de los 20 días siguientes, adosando y 

remitiendo para tal efecto los documentos pertinentes a los art. 2.2.2.4.2.35, 

2.2.2.4.2.42 del Decreto 1835 de 2015. 
  

13º.- COMUNICAR a los Jueces de la República de Colombia del domicilio del 

deudor, el inicio del proceso de reorganización, ORDENAR que remitan a este 

Despacho todos los procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado con 

anterioridad a la fecha de inicio del proceso de reorganización y ADVERTIR sobre 

la imposibilidad de admitir nuevos procesos de ejecución, ni admitir o continuar 

ningún proceso de restitución de bienes muebles e inmuebles con los que el 

deudor desarrolle su objeto social.   Realícese la COMUNICACIÓN pertinente al 

Consejo Superior de la Judicatura a fin que realice OFICIO CIRCULAR 

NACIONAL de ser el caso comunicando a los juzgados el inicio del presente 

trámite y de se ser procedente se introduzca el presente tramite en la PAGINA 

WEB DE LA RAMA JUDICIAL con apoyo de la oficina judicial y Consejo Superior 

de la Judicatura.  
  

14º.- ORDENAR LA FIJACIÓN EN LAS DEPENDENCIAS DEL JUZGADO, en 

un lugar visible al público y en el MICROSITIO WEB DEL DESPACHO por un 



término de cinco (5) días, de un AVISO que informe acerca del inicio del mismo, 

del nombre e identificación de la deudora  concursado con su correo electrónico y 

la prevención que  sin autorización del juez del concurso, según sea el caso, no 

podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de 

sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos o 

arreglos relacionados con sus obligaciones.  Por secretaria ELABÓRESE EL 

AVISO. 
  

15°. - COMUNICAR por el medio más expedito (Correo institucional) y ORDENAR 

REMITIR una copia de la providencia de apertura la presente reorganización con 

su constancia de ejecutoria, a las siguientes entidades: i. MINISTERIO DE 

PROTECCIÓN SOCIAL, ii. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS - DIAN, 

iii. LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

  

16°. - ORDENAR LIBRAR COMUNICACIONES a través del correo institucional 

comunicando el inicio del trámite de REORGANIZACIÓN a los ACREEDORES 

FISCALES, entidades públicas de las cuales pueda ser deudor de impuestos, 

tasas o contribuciones, indicando el término que tienen para hacerse parte.   
  

17°. - ORDENAR COMUNICACIÓN y remisión de la misma a la 

SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES para el cumplimiento del Decreto 2785 

de 2008 sobre el inicio del trámite de reorganización, ANEXESE AL OFICIO:    

i. Copia del auto de apertura del proceso, con constancia de ejecutoria. 

ii. Nombre e identificación de la deudora que asume las funciones de 

promotora. 

iii. Copia del AVISO que informa su expedición e inicio del trámite de 

reorganización con la constancia secretarial de fijación y desfijación. 
  

18°.-  ORDENASE OFICIAR al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

SALA ADMINISTRATIVA, para que brinde la colaboración produciendo OFICIO 

CIRCULAR a todos los JUZGADOS DEL PAIS informando sobre el inicio de la 

REORGANIZACION de la persona natural comerciante, anéxense los datos de 

identificación de la misma, además remítase para efectos de la publicación virtual 

los siguientes datos:  i) Título de la noticia,  ii) resumen de la noticia,  iii) texto o 

descripción de noticia,  iv) fecha inicial y final de la publicación. 

  

19°. -  El deudor concursado (promotor) debe proceder a diligenciar y registrar el 

formulario de registro de ejecución concursal ordenado en el Decreto 1835 de 

2015 art. 2.2.2.4.2.58 (formulario de registro de la ejecución concursal) ante 

Confecámaras en caso de la garantía a la que alude esa disposición legal con la 

incorporación de la información que se indica en los ordinales 1 a 5 de la precitada 

norma y el cumplimiento cabal de la norma en cita. 
  

20°. - ORDENAR al deudor (promotor) que inicie desde la notificación de esta 

providencia, con el trámite de depuración y/o actualización de deuda por aportes 

al sistema de seguridad social e iniciar los trámites para la obtención del concepto 

previo para la normalización pensional.  
  

21°. - Indíquese por el deudor de manera expresa los canales digitales elegidos 

para fines procesales, a través del cual deberá enviar los ejemplares de todos los 

memoriales o actuaciones que se realicen, debiendo dar estricta observancia a lo 

contemplado en el art. 3° del Decreto 806 de 2020.  
  



22°. - De manera inmediata el deudor concursado proceda a suministrar la 

dirección electrónica o el sitio suministrado correspondiente al utilizado por los 

acreedores, entidades, funcionarios y dependencias donde serán notificados 

(identidad digital), e informar la forma como la obtuvo, conforme el art 8° Decreto 

806 de 2020.  
  

23°. - El señor JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ actúa en causa propia.  
  

En relación con los anteriores ordenamientos en cumplimiento del Decreto 806 

del 2020 y en concordancia con las normas procesales pertinentes, se deberá 

acreditar por medio electrónico el envío de la copia de la solicitud de 

reorganización y de sus anexos a las personas vinculadas al trámite y aquellas 

que se vinculen con posterioridad, del mismo modo en la oportunidad procesal 

pertinente deberá darse estricta observancia a los deberes establecidos en el art. 

3° del Decreto 806 de 2020 conc. art.78-14 del CGP con la respectiva acreditación 

ante el Juzgado de su cumplimiento anexando los documentos enviados (vía 

virtual al correo institucional). 
  

NOTIFIQUESE (3) 

La Juez,  

  

  

MARIA EUGENIA FAJARDO CASALLAS 
nprl 

 

 
 

 

 
 



 
 

JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

PALACIO DE JUSTICIA   DE  CUCUTA OF  408 A  

 

Jcivccu5@cendoj.ramajudicial.gov.co 

  

Av. Gran Colombia.- 

 

 
San José de Cúcuta, Abril 12 del 2021.- 
 
Oficio N°0332.- / 
 

Señores 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Carrera 13 No. 27-00 
Bogotá, D.C. 

 
 

REF: Proceso REORGANIZACION         
 

 
Dte: JULIA MARIA BOTELLO GALVAN con C.C. 60.347.095 de Cúcuta, Calle 26 N° 

8-69 Patios Centro csalcedo@cjoriente.com.co 310-2891637.-   
 

Apod. DR.HERNANDO DE JESUS LEMA BURITICA con C.C. 16.242.999 de 
Palmira valle T.P. 94920 del C.S. de la J. 5710962 – 312-3538059 

hernandolema@hotmail.com     
 
C/ JULIA MARIA BOTELLO GALVAN con C.C. 60.347.095 de Cúcuta, Calle 26 N° 

8-69 Patios Centro csalcedo@cjoriente.com.co 310-2891637.- 
 

Radicado Nº 54001-3103-005-2021-00006-00 
 
Por medio del presente me permito comunicarle que dentro del proceso de la 
referencia, en auto proferido por este Despacho de fecha doce (12) de marzo del 
año dos mil vientiuno (2021), se ADMITE la presente demanda y por ende declarar 
abierto el trámite de REORGANIZACION, promovida mediante apoderado judicial 
por la señora JULIA MARIA BOTELLO GALVAN.- 
 
Se ordena la inscripción de este auto en el registro mercantil de la Cámara de 
Comercio de Cúcuta de la señora JULIA MARIA BOTELLO GALVAN conforme lo 
señala el artículo 19 de la Ley 1116 de 2006.-    
 
En consecuencia, sírvase proceder de conformidad.-     
 
 
Cordialmente,     

 
 
 
 
EDWARD HERIBERTO MENDOZA BAUTISTA   
Secretario 
emendozb@cendoj.ramajudicial.gov.co 

  
 
hacb.-         

 

 

Firmado Por: 
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Av. Gran Colombia.- 

 

 
EDWARD HERIBERTO MENDOZA BAUTISTA  

SECRETARIO  

SECRETARIO  - JUZGADO 005 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE 

CUCUTA-N. DE SANTANDER 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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AUTO No. 1

ADMISIÓN

PROCESO DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE

Deudora
GLORIA LIRIA RANGEL ROA

C.C. 35.520.080

Radicado: 003-125-021

Bogotá, D.C., a los nueve (9) días del mes de marzo del año dos mil veintiuno (2021). Revisada la
solicitud en el proceso de Negociación de Pasivos correspondiente al trámite de Insolvencia
Económica de Persona Natural No Comerciante del proceso arriba citado, se procede a admitir de
conformidad a las siguientes:

I. CONSIDERACIONES:

La señora GLORIA LIRIA RANGEL ROA mayor de edad, con domicilio en esta ciudad, identificada
con cédula de ciudadanía número 35.520.080 en su calidad de deudora , a los veintiséis (26) días del
mes de febrero del año dos mil veintiuno (2021), presentó solicitud de negociación de sus deudas con
sus acreedores, con el objeto de normalizar sus relaciones crediticias (Artículo 531 C.G.P).

El día uno (1) de Marzo del año (2021), la directora del Centro De Conciliación De La Asociación
Equidad Jurídica , me designó como Operadora de Insolvencia del proceso en referencia, cargo que
acepté a los tres (3) de Marzo del año (2021). (Artículo 541 C.G.P).

Aceptado el encargo, se procedió a analizar la información y los soportes suministrados con la
solicitud y, en este orden se verificó el cumplimiento de los supuestos de insolvencia (Artículo 538
CGP) y se estableció que:

1.El deudor es persona natural no comerciante, tal cual se observa en la documentación que
aporta.

2.Se encuentra en cesación de pagos con dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más
acreedores y por más de noventa (90) días.

3.El valor porcentual de sus obligaciones representa más del cincuenta por ciento (50%) del pasivo
total a su cargo.

4.La relación completa de todos los acreedores en el orden de prelación de créditos que señalan los
artículos 2488 y siguientes del Código Civil, que presenta el deudor es la siguiente:

RESUMEN DE ACREENCIAS

SEGUNDA CLASE

ACREEDORES CAPITAL DERECHO DE
VOTO DÍAS EN MORA

BANCO DE OCCIDENTE $36.000.000 77.57% Más de 90
TOTAL SEGUNDA CLASE $36.000.000 77.57%

QUINTA CLASE

ACREEDORES CAPITAL DERECHO DE
VOTO DÍAS EN MORA

BANCO DE LAS MICROFINANZAS
BANCAMIA S A $7.421.000 15.99% Más de 90

BANCO DE OCCIDENTE $1.986.000 4.28% Más de 90
MEDARDO ENRIQUE KERGUELEN
CARVAJAL $1.000.000 2.15% Se desconoce esta

información
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TOTAL QUINTA CLASE $10.407.000 22.43%
TOTAL OBLIGACIÓN $46.407.000 100%

TOTAL CAPITAL EN MORA MÁS DE
90 DÍAS $45.407.000 97.845%

5. RELACIÓN E INVENTARIO DE LOS BIENES MUEBLES E INMUEBLES:

Relación completa y detallada de los bienes muebles e inmuebles:

5.1. Bienes muebles:

Bien Mueble No. 1

Descripción Automovil particular marca chevrolet modelo
2016 placa jct763 prenda banco de occidente

Avalúo Comercial Estimado $34.000.000
Marca Chevrolet
Modelo 2016
Placa JCT763
Prenda Banco De Occidente

Total Avalúo Comercial Estimado De Bienes Muebles
Total $34.000.000

5.2. Bienes inmuebles:

El deudor manifiesta bajo la gravedad de juramento que no posee bienes inmuebles.

6. RELACIÓN DE PROCESOS JUDICIALES Y DE CUALQUIER PROCEDIMIENTO O
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER PATRIMONIAL:

Proceso Judicial No. 2020 00763
Proceso judicial En contra
Tipo de proceso Proceso ejecutivo
Juzgado Juzgado 026 civil municipal bogota
Número de juzgado 26
Radicación 2020-00763
Departamento BOGOTÁ D.C
Ciudad BOGOTÁ, D.C.
Dirección Carrera 10#14 33
Demandante Banco De Occidente
Demandado Gloria Liria Rangel Roa
Estado del proceso En ejecución
Valor $38.522.264
Archivo que respalda el proceso Proceso ejecutivo

7. INFORMACIÓN SOBRE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS Y PERSONAS A
CARGO:

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no poseo obligaciones alimentarias.

8. RELACIÓN DE GASTOS DE SUBSISTENCIA DEL DEUDOR Y DE PERSONAS A
CARGO:

Gastos De Subsistencia
TOTAL GASTOS $0
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9. RELACIÓN DE INGRESOS:

Ingresos
Ingresos mensuales por actividad laboral $700.000
Empleo No

Descripcion Modista independiente ingresos mensuales
$700.000

Tipo de actividad Trabajador independiente

Ingresos mensuales por otras actividades Manifiesto no poseer ingresos mensuales por
otras actividades.

TOTAL DE INGRESOS MENSUALES $700.000

10. INFORMACIÓN SOBRE SOCIEDAD CONYUGAL Y PATRIMONIAL:

Se manifiesta actualmente poseer sociedad conyugal vigente con Medardo Enrique Kerguelen
Carvajal, identificado(a) con cédula de ciudadanía número 79.501.676

11. PROPUESTA DE PAGO:

 

MI PROPUESTA DE PAGO

 

GLORIA LIRIA RANGEL, presenta en la actualidad saldos insolutos reportados en esta
solicitud de admisión, calificados y graduados para conocimiento del Centro de Conciliación
Equidad Jurídica, por la suma de $ 46.407.000, por concepto de capital, suma sobre la que se
propone la siguiente fórmula de pago clara, expresa y objetiva:

Plazo de pago: 87 meses (7 años y 3 meses)

Fecha de inicio del pago: Dentro de los cinco primeros días del mes abril de 2021.

 

Créditos de Segunda Clase:

 

Valor
obligaciones

Plazo propuesto Forma de pago

$ 36.000.000

 

Setenta y dos (72) meses,
contados a partir del mes 1
al mes 60.

Setenta y dos (72) cuotas
mensuales iguales a $ 500.000,
sin reconocimiento de intereses.

Créditos de Quinta Clase:

 

Valor
obligaciones

Plazo propuesto Forma de pago
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$ 10.407.000

 

Quince (15) meses,
contados a partir del mes 61
al mes 87.

Quince (15) cuotas mensuales
iguales a $ 693.800, sin
reconocimiento de intereses.

En virtud de lo dispuesto en el Artículo 543 del C.G.P y verificados los requisitos de la Solicitud de
Negociación de Deudas de Persona Natural No Comerciante:

II. RESUELVE

1.ACEPTAR e iniciar el proceso de negociación de deudas solicitado por la señora GLORIA LIRIA
RANGEL ROA, identificada con cédula de ciudadanía número 35.520.080

2.FIJAR como fecha para la audiencia de negociación de pasivos el   día veinticinco (25) de Marzo
del año (2021) , a las 10:00:00 am, que se llevará a cabo en el Centro De Conciliación De La
Asociación Equidad Jurídica, ubicado en la Carrera 13 A#89 38, Ed. Nippon Center Of. 711 en la
ciudad de Bogotá, D.C. - Cundinamarca, Colombia. Teléfonos – 3107698888 – Correo Electrónico:
ccequidadjuridica@gmail.com

3.ORDENAR a la deudora, señora GLORIA LIRIA RANGEL ROA, que dentro de los cinco (5) días
siguientes a la aceptación del trámite de negociación de deudas, presente una relación actualizada
de cada una de sus obligaciones, bienes y procesos judiciales, incluyendo todas las acreencias
causadas al día inmediatamente anterior a la aceptación, conforme a la prelación de créditos tal
cual se establece en el Código Civil, normas concordantes y Jurisprudencia Constitucional.

4.NOTIFICAR al deudor y a los acreedores, según el reporte de direcciones que indica en la
solicitud.

5.COMUNICAR a la DIAN, Secretaría de Hacienda, Secretaría de Hacienda Departamental y a la
Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales.

6.ADVERTIR a los acreedores, de conformidad a lo ordenado en el Artículo 545 del C.G.P., lo
siguiente:

6.1No se podrán iniciar nuevos procesos ejecutivos, de restitución de bienes por mora en el pago
de los cánones, o de jurisdicción coactiva contra el deudor y, en consecuencia, se
suspenderán los procesos de este tipo que estuvieren en curso al momento a partir de la
fecha.

6.2No se podrá suspender la prestación de los servicios públicos domiciliarios en la casa de
habitación del deudor por mora en el pago de las obligaciones anteriores a la aceptación de la
solicitud.

7.ORDENAR la suspensión de todo tipo de pagos a los acreedores, incluyendo libranzas y toda clase
de descuentos a favor de los acreedores.

8.ORDENAR a los acreedores, a partir de la fecha de este Auto, la suspensión de todo tipo de cobros
al deudor.

9.ADVERTIR al deudor que no podrá solicitar el inicio de otro procedimiento de insolvencia, hasta
que se cumpla el término previsto en el artículo 574 del C.G.P.

10.NOTIFICAR a las partes que a partir de la fecha se interrumpe el término de prescripción y no
operará la caducidad de las acciones respecto de los créditos que, contra el deudor, se hubieren
hecho exigibles antes de la iniciación de este trámite.
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11.ADVERTIR que el pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios públicos y
cualquier otra tasa o contribución necesarios para obtener el paz y salvo en la enajenación de
inmuebles o cualquier otro bien sujeto a registro, sólo podrá exigirse respecto de aquellas
acreencias causadas con posterioridad a la aceptación de la solicitud. Las restantes quedarán
sujetas a los términos del acuerdo o a las resultas del procedimiento de liquidación patrimonial.
Este tratamiento se aplicará a toda obligación propter rem que afecte los bienes del deudor.

12.INFORMAR a las entidades que administran bases de datos de carácter financiero, crediticio,
comercial y de servicios, sobre esta aceptación de solicitud de negociación de deudas, según lo
dispuesto del artículo 573 del Código General del Proceso.

13.ORDENAR la inscripción de este Auto en el correspondiente folio de los bienes sujetos a registro
público de propiedad del deudor.

Cúmplase,

NUBIA MARRUGO NUÑEZ
Operadora de Insolvencia
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO TREINTA Y CINCO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA DC 
Cra. 10 N° 14-33 Piso 11° Edificio Hernando Morales 

Telefax: 2862065 
Email:ccto35bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
3 de mayo de 2021 
Oficio No. 21-0919 JMN 
 
Señores: 
SUPERINTENDENCIA INDUSTRIA Y COMERCIO 
Ciudad 
 
REF: PROCESO DE REORGANIZACION No. 11001-31-03-035-2021-
00063-00 de LUZ MIREYA ESCOBAR MONTENEGRO C.C. 52.179.391 y 
NIT. 52.179.391-3. Al contestar cítese referencia. 
 
Comunícole que este Despacho mediante auto de fecha veintidós (22) de 
abril de dos mil veintiuno (2021), se ORDENÓ comunicarle la iniciación del 
proceso de reorganizacion de la referencia, de la señora LUZ MIREYA 
ESCOBAR MONTENEGRO C.C. 52.179.391 y NIT. 52.179.391-3, para lo de 
su competencia.  
 
Anexo copia del auto en mención.   
 
Atentamente, 
 

DIANA ALEJANDRA TRIANA TRIANA 
Secretaría 

 

Firmado Por:

 

 

DIANA ALEJANDRA TRIANA TRIANA 

SECRETARIO 

SECRETARIO  - JUZGADO 035 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C., 

      

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: d5f3c7be1d5f26ccdfc82c7033fa60ff9557ca3e1c7cbb629f56c55a70d96c6a

Documento generado en 05/05/2021 05:15:21 PM
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CONSTANCIA SECRETARIAL: Al despacho de la señora Juez, para lo que se sirva proveer.  
 
Cúcuta, 19 de marzo de 2021. 

 
EDGAR OMAR SEPÚLVEDA MORA 
Secretario 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
                           

AUTO RESUELVE RECURSO  
INSOLVENCIA  

 RAD. 540013153004-2020-00174-00 

 
San José de Cúcuta, diecinueve (19) marzo de dos mil veintiuno (2021). 

 
Se encuentra al Despacho la presente demanda de INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL 
NO COMERCIANTE promovida por FREDY RAMÍREZ QUINTERO contra ACREEDORES 
VARIOS, para decidir lo que en derecho corresponda frente al recurso de reposición 
interpuesto por solicitante contra el auto de fecha 13 de noviembre de 2020, por medio 
del cual se rechazó el asunto.  
 

ANTECEDENTES 
 

El 14 de septiembre de 2020, correspondió por reparto conocer la solicitud de 
INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE promovida por FREDY RAMÍREZ 
QUINTERO contra ACREEDORES VARIOS, resolviendo el Despacho inadmitir la demanda en 
proveído calendado 18 de septiembre del mismo año. Posteriormente, en decisión que 
data 13 de noviembre del mismo año, dispuso rechazar la misma.  
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO 
 

Interpone el solicitante FREDY QUINTERO RAMÍREZ recurso de reposición en subsidio de 
apelación contra la decisión que en este asunto dictase este Juzgado el 13 de noviembre 
de 2020, en la cual se rechazó la demanda por indebida subsanación, considerando que 
carecía el solicitante del derecho de postulación.  
 
La interposición del recurso ataca justamente que la Ley 1116 de 2006, permite el inicio 
del proceso de reorganización directamente.  
 

CONSIDERACIONES 
 

Antes de entrar a determinar si hay lugar a reponer o no el auto impugnado, vale precisar 
que el Recurso de Reposición tiene como principio que las partes puedan cuestionar las 
decisiones que hace el juez mediante providencias, que se denominan autos, con el objeto 
de que este revoque o reforme los errores cometidos en estos, bien por aplicación 
equivoca de la norma o por inobservancia de supuestos fácticos o probatorios que 
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sirvieron de fundamento para su adopción, y reparar el perjuicio latente en la resolución 
recurrida, pero en siempre partiendo de predicar el error respecto de la providencia 
objeto de cuestionamiento.    
 
Además de ello, debemos resaltar en esta oportunidad que “este recurso busca que el mismo 
funcionario que profirió la decisión sea el que vuelva sobre ella y, si es del caso reconsiderarla, en 
forma total o parcial, lo haga; es requisito necesario para su viabilidad, que se motive el recurso al 
ser interpuesto, esto es, que por escrito o verbalmente si es en audiencia o diligencia, se le 
expongan al juez las razones por las cuales se considera que su providencia esta errada, con el fin 
de que proceda a modificarla o revocarla (…)”1. Por dichas razones, no le cabe duda a esta 
funcionaria que la parte recurrente es clara en manifestar su punto de descontento y 

consecuentemente debe ser la resolución que se imponga. 
 
El procedimiento de insolvencia de persona natural no comerciante, se encuentra 
regulado en el Código General del Proceso y sus decretos reglamentarios 962 del 2009, 
2677 del 2012 y 1829 del 2013, está previsto para las personas naturales que no 
desarrollen actividades mercantiles de manera habitual. En ese sentido, la ley permite: (i) 
negociar sus deudas a través de un acuerdo con sus acreedores para obtener la 
normalización de sus relaciones crediticias, (ii) convalidar los acuerdos privados a los que 
llegue con sus acreedores y (iii) liquidar su patrimonio, procedimiento que se ejecuta ante 
los juzgados civiles municipales, que tienen la competencia para conocer de estos 
procedimientos. 
 
Ahora bien, revisado el asunto, en efecto, el artículo 539 del C.G.P., establece que “(…) La 
solicitud de trámite de negociación de deudas podrá ser presentada directamente por el 
deudor o a través de apoderado judicial y a ella se anexarán los siguientes documentos 
(…)”.  
 
Conforme lo anterior, sin duda alguna resulta más que evidente que la razón se inclina de 
parte del solicitante por lo que habrá de revocar el auto recurrido.  

 
En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. REVOCAR el auto apelado de fecha 13 de noviembre de 2020, por lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. En consecuencia, ADMITIR la SOLICITUD ESPECIAL DE REORGANIZACIÓN 
EMPRESARIAL, efectuada por FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, por las razones aquí expuestas. 
 
TERCERO. ORDENAR la INSCRIPCIÓN del inicio del presente proceso de Reorganización, en 
el registro mercantil de la Cámara de Comercio de Cúcuta. Ofíciese y remítasele copia del 
presente auto. 
 
CUARTO. DESIGNAR, como promotor del deudor, a FREDDY RAMÍREZ QUINTERO y 
suplente a FRANKI GIOVANN BELTRÁN CRIADO, este último localizado en la av. 3 # 11-49 
oficina 207 del centro de Cúcuta. 
 

                                                           
1 Código General del Proceso, Parte General, Hernán Fabio López Blanco. 
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QUINTO. ORDENAR al promotor designado en el Numeral anterior, que con base en la 
información aportada y demás documentos y elementos de prueba que aporten los 
interesados, presente dentro del término de Cuarenta (40) días, el proyecto de calificación 
y graduación de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias causadas 
entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión del proceso y la fecha de 
inicio del mismo, so pena de su remoción, de conformidad con lo establecido en el 
Numeral 3º del artículo 19 de la Ley 1116 de 2006. 
 
SEXTO. Una vez vencido el termino anterior, DISPONER mediante auto el traslado por el 
termino de DIEZ (10) días, del estado del inventario de los bienes del deudor, presentado 
con la solicitud de inicio del proceso, y del proyecto de calificación y graduación de 
créditos y derechos de voto mencionada en el numeral anterior, con el fin de que los 
acreedores puedan objetarlos. 
 
SÉPTIMO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, mantener a disposición de los acreedores, en su página 
electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Sociedades, o por cualquier otro 
medio idóneo que cumpla igual propósito, dentro de los diez (10) primeros días de cada 
trimestre, a partir del inicio de la negociación, los estados financieros básicos actualizados, 
y la información relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a cabo la 
negociación, así como el estado actual del proceso de reorganización, so pena de la 
imposición de multas.  
 
OCTAVO. PREVENIR al deudor al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con 
Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050 que, sin la autorización de este despacho, no podrá 
realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni 
constituir cauciones sobre sus bienes, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus 
obligaciones. 
 
NOVENO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050, la fijación de un aviso que informe sobre el inicio del proceso, 
en la sede y sucursales del deudor. 
 
DÉCIMO. ORDENAR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 88.196.050 que, a través de los medios que estimen idóneos en cada caso, 
efectivamente informen a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de 
reorganización, transcribiendo el aviso que informa acerca de ello expedido por el Juez del 
Concurso, incluyendo a los jueces que tramitan procesos de ejecución y restitución. En 
todo caso deberán acreditar ante este Despacho el cumplimiento de lo anterior, cuyos 
gastos estarán a su cargo. 
 
DÉCIMO PRIMERO. DISPONER la remisión de una copia de esta providencia de apertura 
del trámite de reorganización solicitado, al Ministerio de la Protección Social, Ministerio 
del trabajo, a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y a la Superintendencia 
que ejerza la vigilancia o control del deudor, para lo de su competencia. 
 
DÉCIMO SEGUNDO. FIJAR en este Despacho Judicial, en un lugar visible al público y por el 
término de cinco (5) días, un AVISO que informe acerca del inicio del mismo, del nombre 
del promotor, de la misma manera se deberá incorporar en el mismo la prevención al 
deudor que, sin autorización de este despacho, no podrá realizar enajenaciones que no 
estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre sus 
bienes, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones. 
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DÉCIMO TERCERO. PROHIBIR al deudor FREDY RAMÍREZ QUINTERO identificado con 
Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050, la constitución y ejecución de garantías o cauciones 
que recaigan sobre sus bienes propios, incluyendo fiducias mercantiles o encargos 
fiduciarios que tengan dicha finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, 
desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de 
procesos en curso; conciliaciones o transacciones de ninguna  clase de obligaciones a su 
cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro 
ordinario de sus negocios o que se lleven a cabo sin sujeción a las limitaciones estatutarias 
aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los encargos fiduciarios que tengan esa 
finalidad o encomienden o faculten al fiduciario en tal sentido; salvo que exista 
autorización previa, expresa y precisa por parte de este despacho judicial. 
 
DÉCIMO CUARTO. COMUNICAR de la apertura del presente tramite de INSOLVENCIA a los 
Juzgados Civiles Municipales y Civiles del Circuito de esta ciudad, para que remitan a este 
despacho los procesos de ejecución, o cobro que hayan comenzado con anterioridad a la 
fecha del inicio de este proceso de reorganización y advertir sobre la imposibilidad de 
admitir nuevos procesos de ejecución, ni admitir ni continuar ningún proceso de 
restitución de bienes muebles o inmuebles con los que el deudor al deudor FREDY 
RAMÍREZ QUINTERO identificado con Cedula de Ciudadanía No. 88.196.050, desarrolle su 
objeto social, para lo cual se les concede el termino máximo de treinta (30) días. 
 
DÉCIMO QUINTO. DAR al presente asunto el trámite previsto en la Ley 1116 de 2006, para 
cada una de las etapas correspondientes. 
 
DÉCIMO SEXTO. OFÍCIESE a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, informándole de la 
existencia de la presente solicitud, debiéndole remitir copia de este auto. Así mismo, 
solicítesele colaboración y/o acompañamiento para los fines de publicidad que en esta 
decisión se dispusieron, por cuanto esta sede judicial no cuenta con los medios de 
comunicación previstos en la norma que rige estos procesos (Ley 1116 de 2006 Numeral 
5º del artículo 19), en especial de una página electrónica, para dar alcance a ello. 
 

NOTIFÍQUESE, 
DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS 

JUEZ2 

 
 

 
 
 

Firmado Por: 
 

DIANA MARCELA TOLOZA CUBILLOS  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 004 CIVIL DEL CIRCUITO CUCUTA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 
con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

 
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
La presente providencia, de fecha 19 de marzo de 
2021, se notificó por anotación en Estado No. 011 de 
fecha 23 de marzo de 2021. 

 
EDGAR OMAR SEPÚLVEDA MORA 
Secretario 
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          JUZGADO   CUARTO   CIVIL   DEL   CIRCUITO  
                                 PEREIRA   -   RISARALDA  
                              Palacio   de   Justicia   Oficina   408  
 

 
VAL.   ACDO.   2021-0077  
OFICIO   NÚMERO   0316   
Abril   19   de   2021  
 
Señores  
SUPERINTENDENCIA   DE   INDUSTRIA   Y   COMERCIO  
Carrera   13   N°   27-00   Pisos   3,   4,   5   y   10  
Correo:    notificacionesjud@sic.gov.co  
Bogotá   D.C.  

 
Me  permito  comunicarle  que  mediante  providencia  de  fecha,         
dictada  dentro  del  proceso  de  Validación  de  Acuerdo  Extrajudicial          
de  Reorganización  de  Persona  Natural  Comerciante  promovido  por         
el  deudor  GUILLERMO  LEÓN  AYALA  CC.  10.141.071,  se  ordenó          
oficiar  a  fin  de  que  se  sirva  inscribir,  LA  APERTURA  del  proceso             
solicitado   por   el   citado   señor.   
 
 
Se   adjunta   copia   de   la   providencia.  
 
 
Atentamente,  
  
 
 

 
 
JOAQUIN   VARGAS   MONTOYA  
Secretari o  
 

 
 



 



FL.115 

JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., seis de octubre de dos mil veinte 

  

REF. REORGANIZACIÓN No.11001310302720200023300 

  

Teniendo en cuenta que la solicitud del trámite de reorganización reúne los 

requisitos contenidos en las leyes 1116 de 2006, 1429 de 2020, Decreto 560 de 

2020 y Decreto ley 772 de 2020 procede acceder al conocimiento del presente 

trámite. 
  

En consecuencia, el Juzgado Veintisiete Civil del Circuito de Bogotá, RESUELVE: 
  

1º.- DECRETAR la APERTURA DEL PROCESO DE REORGANIZACIÓN al señor 

JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ (PERSONA NATURAL 

COMERCIANTE), identificado con la cédula de ciudadanía No.1020790852 con 

domicilio en la Carrera 14 No 79-41 de la ciudad de Bogotá, mail: 

jonathansman@hotmail.com  
  

2º.-   PREVENIR al deudor y a los administradores (de haberlos), que sin la 

autorización previa judicial, no podrá adoptar reformas estatutarias; constituir y 

ejecutar garantías o cauciones que recaigan sobre bienes propios del deudor, 

incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que tengan dicha finalidad; 

efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, allanamientos, 

terminaciones unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en curso; 

conciliaciones o transacciones de ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni 

efectuarse enajenaciones de bienes u operaciones que no correspondan al giro 

ordinario de los negocios de la deudora que se lleven a cabo sin sujeción a las 

limitaciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles y los 

encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten al 

fiduciario en tal sentido.  
  

3º- ORDENAR a la cámara de comercio del domicilio del deudor, la inscripción de 

la presente providencia, Líbrese la Comunicación pertinente y remítase al correo 

de la entidad a través de las herramientas tecnológicas. 
  

4°-LAS FUNCIONES que de acuerdo con la Ley 1116 de 2006 corresponden al 

promotor serán cumplidas por el por el deudor persona natural comerciante 

JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ persona natural comerciante, por 

tanto, se ORDENA su inscripción en el registro mercantil.  
  

Para el efecto, es del caso ORDENAR OFICIAR a la CAMARA DE COMERCIO 

DE BOGOTA para que proceda al registro del trámite de Reorganización, 

ANEXESE al oficio, los siguientes documentos: i) Copia de la providencia que 

decretó el inicio del proceso de reorganización y que además designó al deudor 

persona natural comerciante señor JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ, 

identificado con la cédula de ciudadanía No.1020790852 con domicilio en la 

Carrera 14 No 79-41 de la ciudad de Bogotá, mail: jonathansman@hotmail.com  

para que asuma las funciones del promotor, alléguese la constancia de ejecutoria 

de la providencia. ii) Copia del AVISO que informa la expedición e inicio del trámite 

de reorganización. El OFICIO y anexos remítase al correo de la precitada entidad 

a través de las herramientas tecnológicas. 
  

mailto:jonathansman@hotmail.com
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5º.- ORDENAR LIBRAR COMUNICACIONES del inicio del trámite de 

REORGANIZACION a los correos y/o direcciones de los acreedores:  

  
 

6º.-  ORDENAR que el deudor entregue al Juzgado, dentro de los diez (10) días 

siguientes a la fecha de notificación de la presente providencia, un inventario de 

activos y pasivos incluyendo las acreencias causadas entre la fecha de corte de 

la solicitud y la fecha del día anterior a la presente providencia, soportados en un 

estado de situación financiera, un estado de resultado integral y notas a los 

estados financieros a la citada fecha, suscritos por el deudor concursado, contador 

y el revisor fiscal de ser el caso.  En la actualización del inventario y dentro del 

plazo estipulado, deben: 
  

Aportar políticas contables relacionadas con la adopción de las normas 

internacionales de información financiera en la elaboración y presentación de sus 

estados financieros. 
  

Aportar una relación de los bienes inmuebles y muebles sujetos a registro de 

propiedad del deudor, soportados con los certificados de tradición y libertad y/o 

copias de la tarjeta de propiedad de vehículos. 
  

Cumplir con los establecidos en el art. 2.2.2.4.2.31 del Decreto 1835 de 2015, por 

lo que en el inventario debe indicarse los bienes dados en garantía, clasificados 

en necesarios y no necesarios para el desarrollo de la actividad económica, con 

su correspondiente valoración que se refleje en los estados financieros, 

acompañada del avalúo que soporte el registro contable.  Asimismo, deberá 

informa los procesos de ejecución, cobro y mecanismos de pago directo, que 

cursen contra el deudor en reorganización que afecte los bienes en garantía. 
  

7º.- ORDENAR al deudor que con base en la información aportada y demás 

documentos y elementos de prueba que aporten los interesados, presente a este 

Despacho en el correo institucional ccto27bt@cendoj.ramajudicial.gov.co el 

proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de voto, dentro de 

los dos (2) meses siguientes a partir de la ejecutoria de esta providencia.  Deberá 

incluirse los procesos ejecutivos que se incorporen, además de existir acreedores 

garantizados con bienes inmuebles o muebles, deben reconocerse sus créditos y 

asignar votos en los términos establecidos en el art 50 de la ley 1676 de 2013. 
  

8º.- De los documentos entregados a que alude el numeral anterior procede DAR 

TRASLADO a los acreedores por el término de cinco (5) días, para que formulen 

objeciones de ser el caso. 
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9º.- ORDENAR al deudor mantener a disposición de los acreedores en su página 

electrónica si la tiene, o por cualquier otro medio idóneo, dentro de los diez (10) 

primeros días siguientes a la culminación de cada trimestre a partir del inicio de la 

negociación (marzo, junio y septiembre, información de períodos intermedios, así 

como los de fin de ejercicio a 31 de diciembre de cada año), la información a que 

se refiere el ord. 5 del art. 19 de la ley 1116 de 2006.  Así mismo, al correo 

institucional del juzgado y para el trámite de la reorganización deben presentarse 

los estados financieros en formato pdf precisándose que se trata de los estados 

financieros en proceso de reorganización identificando la radicación, nombre y 

cedula del deudor concursado. 
  

10º.- DECRETAR el embargo de los bienes, haberes y derechos de propiedad de 

la deudora, sujetos a registro. COMUNIQUESE a las entidades correspondientes. 

PREVÉNGASE que estas medidas prevalecerán sobre las que se hayan 

decretado y practicado en otros procesos en que se persigan bienes del deudor, 

REMITASE virtualmente.   
  

11º.- ORDENAR al deudor FIJAR EL AVISO contemplado en la ley, en su sede y 

sucursales, el cual deberá permanecer fijado durante todo el tiempo del proceso 

en un lugar visible al público.  
  

12º.- ORDENAR al deudor, en su condición de promotor, para efectos de la 

aplicación de lo dispuesto en el art. 20 de la ley 1116 de 2006, que a través de los 

medios que considere idóneos, informe a los jueces, a las autoridades 

jurisdiccionales de que trata el art 57 de la ley 1676 de 2013, a las instituciones 

fiduciarias, a los notarios y cámaras de comercio que tramiten procesos de 

ejecución contractual o especial de la garantía, de restitución cuando esta se 

adelante por mora en el pago de los cánones, sobre bienes del deudor, así como 

a los acreedores garantizados que se encuentren ejecutando su garantía por 

medio del mecanismo de pago directo, la apertura del proceso de reorganización, 

transcribiendo el aviso del art. 19-9 de la ley 1116 de2006. Incorporados los 

procesos de ejecución o cobro al trámite de reorganización o cualquier otra clase 

de cobro iniciados con anterioridad a la fecha de inicio de la reorganización en los 

términos del art 20 de la ley 1116 de 2006.  El cumplimiento de la anterior 

instrucción deberá acreditarse dentro de los 20 días siguientes, adosando y 

remitiendo para tal efecto los documentos pertinentes a los art. 2.2.2.4.2.35, 

2.2.2.4.2.42 del Decreto 1835 de 2015. 
  

13º.- COMUNICAR a los Jueces de la República de Colombia del domicilio del 

deudor, el inicio del proceso de reorganización, ORDENAR que remitan a este 

Despacho todos los procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado con 

anterioridad a la fecha de inicio del proceso de reorganización y ADVERTIR sobre 

la imposibilidad de admitir nuevos procesos de ejecución, ni admitir o continuar 

ningún proceso de restitución de bienes muebles e inmuebles con los que el 

deudor desarrolle su objeto social.   Realícese la COMUNICACIÓN pertinente al 

Consejo Superior de la Judicatura a fin que realice OFICIO CIRCULAR 

NACIONAL de ser el caso comunicando a los juzgados el inicio del presente 

trámite y de se ser procedente se introduzca el presente tramite en la PAGINA 

WEB DE LA RAMA JUDICIAL con apoyo de la oficina judicial y Consejo Superior 

de la Judicatura.  
  

14º.- ORDENAR LA FIJACIÓN EN LAS DEPENDENCIAS DEL JUZGADO, en 

un lugar visible al público y en el MICROSITIO WEB DEL DESPACHO por un 



término de cinco (5) días, de un AVISO que informe acerca del inicio del mismo, 

del nombre e identificación de la deudora  concursado con su correo electrónico y 

la prevención que  sin autorización del juez del concurso, según sea el caso, no 

podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de 

sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos o 

arreglos relacionados con sus obligaciones.  Por secretaria ELABÓRESE EL 

AVISO. 
  

15°. - COMUNICAR por el medio más expedito (Correo institucional) y ORDENAR 

REMITIR una copia de la providencia de apertura la presente reorganización con 

su constancia de ejecutoria, a las siguientes entidades: i. MINISTERIO DE 

PROTECCIÓN SOCIAL, ii. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS - DIAN, 

iii. LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

  

16°. - ORDENAR LIBRAR COMUNICACIONES a través del correo institucional 

comunicando el inicio del trámite de REORGANIZACIÓN a los ACREEDORES 

FISCALES, entidades públicas de las cuales pueda ser deudor de impuestos, 

tasas o contribuciones, indicando el término que tienen para hacerse parte.   
  

17°. - ORDENAR COMUNICACIÓN y remisión de la misma a la 

SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES para el cumplimiento del Decreto 2785 

de 2008 sobre el inicio del trámite de reorganización, ANEXESE AL OFICIO:    

i. Copia del auto de apertura del proceso, con constancia de ejecutoria. 

ii. Nombre e identificación de la deudora que asume las funciones de 

promotora. 

iii. Copia del AVISO que informa su expedición e inicio del trámite de 

reorganización con la constancia secretarial de fijación y desfijación. 
  

18°.-  ORDENASE OFICIAR al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

SALA ADMINISTRATIVA, para que brinde la colaboración produciendo OFICIO 

CIRCULAR a todos los JUZGADOS DEL PAIS informando sobre el inicio de la 

REORGANIZACION de la persona natural comerciante, anéxense los datos de 

identificación de la misma, además remítase para efectos de la publicación virtual 

los siguientes datos:  i) Título de la noticia,  ii) resumen de la noticia,  iii) texto o 

descripción de noticia,  iv) fecha inicial y final de la publicación. 

  

19°. -  El deudor concursado (promotor) debe proceder a diligenciar y registrar el 

formulario de registro de ejecución concursal ordenado en el Decreto 1835 de 

2015 art. 2.2.2.4.2.58 (formulario de registro de la ejecución concursal) ante 

Confecámaras en caso de la garantía a la que alude esa disposición legal con la 

incorporación de la información que se indica en los ordinales 1 a 5 de la precitada 

norma y el cumplimiento cabal de la norma en cita. 
  

20°. - ORDENAR al deudor (promotor) que inicie desde la notificación de esta 

providencia, con el trámite de depuración y/o actualización de deuda por aportes 

al sistema de seguridad social e iniciar los trámites para la obtención del concepto 

previo para la normalización pensional.  
  

21°. - Indíquese por el deudor de manera expresa los canales digitales elegidos 

para fines procesales, a través del cual deberá enviar los ejemplares de todos los 

memoriales o actuaciones que se realicen, debiendo dar estricta observancia a lo 

contemplado en el art. 3° del Decreto 806 de 2020.  
  



22°. - De manera inmediata el deudor concursado proceda a suministrar la 

dirección electrónica o el sitio suministrado correspondiente al utilizado por los 

acreedores, entidades, funcionarios y dependencias donde serán notificados 

(identidad digital), e informar la forma como la obtuvo, conforme el art 8° Decreto 

806 de 2020.  
  

23°. - El señor JONATHAN STIVEN HERNÁNDEZ SAENZ actúa en causa propia.  
  

En relación con los anteriores ordenamientos en cumplimiento del Decreto 806 

del 2020 y en concordancia con las normas procesales pertinentes, se deberá 

acreditar por medio electrónico el envío de la copia de la solicitud de 

reorganización y de sus anexos a las personas vinculadas al trámite y aquellas 

que se vinculen con posterioridad, del mismo modo en la oportunidad procesal 

pertinente deberá darse estricta observancia a los deberes establecidos en el art. 

3° del Decreto 806 de 2020 conc. art.78-14 del CGP con la respectiva acreditación 

ante el Juzgado de su cumplimiento anexando los documentos enviados (vía 

virtual al correo institucional). 
  

NOTIFIQUESE (3) 

La Juez,  

  

  

MARIA EUGENIA FAJARDO CASALLAS 
nprl 

 

 
 

 

 
 



 
 

JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

PALACIO DE JUSTICIA   DE  CUCUTA OF  408 A  

 

Jcivccu5@cendoj.ramajudicial.gov.co 

  

Av. Gran Colombia.- 

 

 
San José de Cúcuta, Abril 12 del 2021.- 
 
Oficio N°0332.- / 
 

Señores 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Carrera 13 No. 27-00 
Bogotá, D.C. 

 
 

REF: Proceso REORGANIZACION         
 

 
Dte: JULIA MARIA BOTELLO GALVAN con C.C. 60.347.095 de Cúcuta, Calle 26 N° 

8-69 Patios Centro csalcedo@cjoriente.com.co 310-2891637.-   
 

Apod. DR.HERNANDO DE JESUS LEMA BURITICA con C.C. 16.242.999 de 
Palmira valle T.P. 94920 del C.S. de la J. 5710962 – 312-3538059 

hernandolema@hotmail.com     
 
C/ JULIA MARIA BOTELLO GALVAN con C.C. 60.347.095 de Cúcuta, Calle 26 N° 

8-69 Patios Centro csalcedo@cjoriente.com.co 310-2891637.- 
 

Radicado Nº 54001-3103-005-2021-00006-00 
 
Por medio del presente me permito comunicarle que dentro del proceso de la 
referencia, en auto proferido por este Despacho de fecha doce (12) de marzo del 
año dos mil vientiuno (2021), se ADMITE la presente demanda y por ende declarar 
abierto el trámite de REORGANIZACION, promovida mediante apoderado judicial 
por la señora JULIA MARIA BOTELLO GALVAN.- 
 
Se ordena la inscripción de este auto en el registro mercantil de la Cámara de 
Comercio de Cúcuta de la señora JULIA MARIA BOTELLO GALVAN conforme lo 
señala el artículo 19 de la Ley 1116 de 2006.-    
 
En consecuencia, sírvase proceder de conformidad.-     
 
 
Cordialmente,     

 
 
 
 
EDWARD HERIBERTO MENDOZA BAUTISTA   
Secretario 
emendozb@cendoj.ramajudicial.gov.co 

  
 
hacb.-         

 

 

Firmado Por: 
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mailto:emendozb@cendoj.ramajudicial.gov.co
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EDWARD HERIBERTO MENDOZA BAUTISTA  

SECRETARIO  

SECRETARIO  - JUZGADO 005 DE CIRCUITO CIVIL DE LA CIUDAD DE 

CUCUTA-N. DE SANTANDER 
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AUTO No. 1

ADMISIÓN

PROCESO DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE

Deudora
GLORIA LIRIA RANGEL ROA

C.C. 35.520.080

Radicado: 003-125-021

Bogotá, D.C., a los nueve (9) días del mes de marzo del año dos mil veintiuno (2021). Revisada la
solicitud en el proceso de Negociación de Pasivos correspondiente al trámite de Insolvencia
Económica de Persona Natural No Comerciante del proceso arriba citado, se procede a admitir de
conformidad a las siguientes:

I. CONSIDERACIONES:

La señora GLORIA LIRIA RANGEL ROA mayor de edad, con domicilio en esta ciudad, identificada
con cédula de ciudadanía número 35.520.080 en su calidad de deudora , a los veintiséis (26) días del
mes de febrero del año dos mil veintiuno (2021), presentó solicitud de negociación de sus deudas con
sus acreedores, con el objeto de normalizar sus relaciones crediticias (Artículo 531 C.G.P).

El día uno (1) de Marzo del año (2021), la directora del Centro De Conciliación De La Asociación
Equidad Jurídica , me designó como Operadora de Insolvencia del proceso en referencia, cargo que
acepté a los tres (3) de Marzo del año (2021). (Artículo 541 C.G.P).

Aceptado el encargo, se procedió a analizar la información y los soportes suministrados con la
solicitud y, en este orden se verificó el cumplimiento de los supuestos de insolvencia (Artículo 538
CGP) y se estableció que:

1.El deudor es persona natural no comerciante, tal cual se observa en la documentación que
aporta.

2.Se encuentra en cesación de pagos con dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más
acreedores y por más de noventa (90) días.

3.El valor porcentual de sus obligaciones representa más del cincuenta por ciento (50%) del pasivo
total a su cargo.

4.La relación completa de todos los acreedores en el orden de prelación de créditos que señalan los
artículos 2488 y siguientes del Código Civil, que presenta el deudor es la siguiente:

RESUMEN DE ACREENCIAS

SEGUNDA CLASE

ACREEDORES CAPITAL DERECHO DE
VOTO DÍAS EN MORA

BANCO DE OCCIDENTE $36.000.000 77.57% Más de 90
TOTAL SEGUNDA CLASE $36.000.000 77.57%

QUINTA CLASE

ACREEDORES CAPITAL DERECHO DE
VOTO DÍAS EN MORA

BANCO DE LAS MICROFINANZAS
BANCAMIA S A $7.421.000 15.99% Más de 90

BANCO DE OCCIDENTE $1.986.000 4.28% Más de 90
MEDARDO ENRIQUE KERGUELEN
CARVAJAL $1.000.000 2.15% Se desconoce esta

información
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TOTAL QUINTA CLASE $10.407.000 22.43%
TOTAL OBLIGACIÓN $46.407.000 100%

TOTAL CAPITAL EN MORA MÁS DE
90 DÍAS $45.407.000 97.845%

5. RELACIÓN E INVENTARIO DE LOS BIENES MUEBLES E INMUEBLES:

Relación completa y detallada de los bienes muebles e inmuebles:

5.1. Bienes muebles:

Bien Mueble No. 1

Descripción Automovil particular marca chevrolet modelo
2016 placa jct763 prenda banco de occidente

Avalúo Comercial Estimado $34.000.000
Marca Chevrolet
Modelo 2016
Placa JCT763
Prenda Banco De Occidente

Total Avalúo Comercial Estimado De Bienes Muebles
Total $34.000.000

5.2. Bienes inmuebles:

El deudor manifiesta bajo la gravedad de juramento que no posee bienes inmuebles.

6. RELACIÓN DE PROCESOS JUDICIALES Y DE CUALQUIER PROCEDIMIENTO O
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER PATRIMONIAL:

Proceso Judicial No. 2020 00763
Proceso judicial En contra
Tipo de proceso Proceso ejecutivo
Juzgado Juzgado 026 civil municipal bogota
Número de juzgado 26
Radicación 2020-00763
Departamento BOGOTÁ D.C
Ciudad BOGOTÁ, D.C.
Dirección Carrera 10#14 33
Demandante Banco De Occidente
Demandado Gloria Liria Rangel Roa
Estado del proceso En ejecución
Valor $38.522.264
Archivo que respalda el proceso Proceso ejecutivo

7. INFORMACIÓN SOBRE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS Y PERSONAS A
CARGO:

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no poseo obligaciones alimentarias.

8. RELACIÓN DE GASTOS DE SUBSISTENCIA DEL DEUDOR Y DE PERSONAS A
CARGO:

Gastos De Subsistencia
TOTAL GASTOS $0
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9. RELACIÓN DE INGRESOS:

Ingresos
Ingresos mensuales por actividad laboral $700.000
Empleo No

Descripcion Modista independiente ingresos mensuales
$700.000

Tipo de actividad Trabajador independiente

Ingresos mensuales por otras actividades Manifiesto no poseer ingresos mensuales por
otras actividades.

TOTAL DE INGRESOS MENSUALES $700.000

10. INFORMACIÓN SOBRE SOCIEDAD CONYUGAL Y PATRIMONIAL:

Se manifiesta actualmente poseer sociedad conyugal vigente con Medardo Enrique Kerguelen
Carvajal, identificado(a) con cédula de ciudadanía número 79.501.676

11. PROPUESTA DE PAGO:

 

MI PROPUESTA DE PAGO

 

GLORIA LIRIA RANGEL, presenta en la actualidad saldos insolutos reportados en esta
solicitud de admisión, calificados y graduados para conocimiento del Centro de Conciliación
Equidad Jurídica, por la suma de $ 46.407.000, por concepto de capital, suma sobre la que se
propone la siguiente fórmula de pago clara, expresa y objetiva:

Plazo de pago: 87 meses (7 años y 3 meses)

Fecha de inicio del pago: Dentro de los cinco primeros días del mes abril de 2021.

 

Créditos de Segunda Clase:

 

Valor
obligaciones

Plazo propuesto Forma de pago

$ 36.000.000

 

Setenta y dos (72) meses,
contados a partir del mes 1
al mes 60.

Setenta y dos (72) cuotas
mensuales iguales a $ 500.000,
sin reconocimiento de intereses.

Créditos de Quinta Clase:

 

Valor
obligaciones

Plazo propuesto Forma de pago
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$ 10.407.000

 

Quince (15) meses,
contados a partir del mes 61
al mes 87.

Quince (15) cuotas mensuales
iguales a $ 693.800, sin
reconocimiento de intereses.

En virtud de lo dispuesto en el Artículo 543 del C.G.P y verificados los requisitos de la Solicitud de
Negociación de Deudas de Persona Natural No Comerciante:

II. RESUELVE

1.ACEPTAR e iniciar el proceso de negociación de deudas solicitado por la señora GLORIA LIRIA
RANGEL ROA, identificada con cédula de ciudadanía número 35.520.080

2.FIJAR como fecha para la audiencia de negociación de pasivos el   día veinticinco (25) de Marzo
del año (2021) , a las 10:00:00 am, que se llevará a cabo en el Centro De Conciliación De La
Asociación Equidad Jurídica, ubicado en la Carrera 13 A#89 38, Ed. Nippon Center Of. 711 en la
ciudad de Bogotá, D.C. - Cundinamarca, Colombia. Teléfonos – 3107698888 – Correo Electrónico:
ccequidadjuridica@gmail.com

3.ORDENAR a la deudora, señora GLORIA LIRIA RANGEL ROA, que dentro de los cinco (5) días
siguientes a la aceptación del trámite de negociación de deudas, presente una relación actualizada
de cada una de sus obligaciones, bienes y procesos judiciales, incluyendo todas las acreencias
causadas al día inmediatamente anterior a la aceptación, conforme a la prelación de créditos tal
cual se establece en el Código Civil, normas concordantes y Jurisprudencia Constitucional.

4.NOTIFICAR al deudor y a los acreedores, según el reporte de direcciones que indica en la
solicitud.

5.COMUNICAR a la DIAN, Secretaría de Hacienda, Secretaría de Hacienda Departamental y a la
Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales.

6.ADVERTIR a los acreedores, de conformidad a lo ordenado en el Artículo 545 del C.G.P., lo
siguiente:

6.1No se podrán iniciar nuevos procesos ejecutivos, de restitución de bienes por mora en el pago
de los cánones, o de jurisdicción coactiva contra el deudor y, en consecuencia, se
suspenderán los procesos de este tipo que estuvieren en curso al momento a partir de la
fecha.

6.2No se podrá suspender la prestación de los servicios públicos domiciliarios en la casa de
habitación del deudor por mora en el pago de las obligaciones anteriores a la aceptación de la
solicitud.

7.ORDENAR la suspensión de todo tipo de pagos a los acreedores, incluyendo libranzas y toda clase
de descuentos a favor de los acreedores.

8.ORDENAR a los acreedores, a partir de la fecha de este Auto, la suspensión de todo tipo de cobros
al deudor.

9.ADVERTIR al deudor que no podrá solicitar el inicio de otro procedimiento de insolvencia, hasta
que se cumpla el término previsto en el artículo 574 del C.G.P.

10.NOTIFICAR a las partes que a partir de la fecha se interrumpe el término de prescripción y no
operará la caducidad de las acciones respecto de los créditos que, contra el deudor, se hubieren
hecho exigibles antes de la iniciación de este trámite.
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11.ADVERTIR que el pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios públicos y
cualquier otra tasa o contribución necesarios para obtener el paz y salvo en la enajenación de
inmuebles o cualquier otro bien sujeto a registro, sólo podrá exigirse respecto de aquellas
acreencias causadas con posterioridad a la aceptación de la solicitud. Las restantes quedarán
sujetas a los términos del acuerdo o a las resultas del procedimiento de liquidación patrimonial.
Este tratamiento se aplicará a toda obligación propter rem que afecte los bienes del deudor.

12.INFORMAR a las entidades que administran bases de datos de carácter financiero, crediticio,
comercial y de servicios, sobre esta aceptación de solicitud de negociación de deudas, según lo
dispuesto del artículo 573 del Código General del Proceso.

13.ORDENAR la inscripción de este Auto en el correspondiente folio de los bienes sujetos a registro
público de propiedad del deudor.

Cúmplase,

NUBIA MARRUGO NUÑEZ
Operadora de Insolvencia
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Bogotá D.C., 26 de agosto, 2020 

 
Señor 
CARLOS JOSÉ BOLAÑOS 
carlosjosebolanos@gmail.com 

Valle del Cauca - Cali 
Asunto: Radicación: 20-227424 

Cordial saludo, 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, procede la SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un pronunciamiento en los términos que a continuación se 
pasan a exponer:  
 
1. OBJETO DE LA CONSULTA 
 
El objeto de su consulta es el siguiente: 
 

“: Buenas tardes, el día de hoy ingresé a la web https://www.exito.com/memoria-micro-sd-64-

gb-original-samsung-evo-clase-10-100mb-s-100028330-mp/p Y la imagen es diferente a la 

descripción del producto, SDXC vs SDHC, respectivamente. Me preocupa porque son dos 

modelos muy diferentes y no sé si estoy podría implicar publicidad engañosa. Yo casi soy 

inducido a comprar este producto pero logré identificar que no era el de la imagen. Remito 

para lo que consideren pertinente. Gracias”. 
 

2. CUESTIÓN PREVIA.  
 
La Superintendencia de Industria y Comercio, a través de su Oficina Asesora Jurídica, no le asiste 
la facultad de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que una lectura en tal sentido 
implicaría la vulneración del debido proceso como garantía constitucional.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005:  
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de petición de consulta 
no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o de un acto administrativo. No pueden 
reemplazar un acto administrativo. Dada la naturaleza misma de los conceptos, ellos se 
equiparan a opiniones, a consejos, a pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones 
que emite la administración pero que dejan al administrado en libertad para seguirlos o no”.  

 
En consecuencia, no le corresponde a esta Entidad pronunciarse sobre aspectos específicos, sin 
embargo, se le suministrarán las herramientas que le faciliten encontrar una solución a su 
inquietud.  



 

 
3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN MATERIA DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 
 
En atención al tema de su consulta, le informamos que las competencias de la Superintendencia 
de Industria y Comercio, según lo disponen los numerales 22 al 31, 42 al 46 y 61 al 66 del artículo 
1 del Decreto 4886 de 2011, en materia de protección al consumidor, incluyen: 
 
1. Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección al consumidor. 
2. Adelantar procedimientos por violación al régimen de protección del consumidor, en 

ejercicio de funciones administrativas y jurisdiccionales.  
3. Imponer sanciones por violación al régimen de protección al consumidor, una vez surtida 

una investigación. 
4. Impartir instrucciones en materia de protección al consumidor con el fin de establecer 

criterios y procedimientos que faciliten el cumplimiento de las normas. 
 
En virtud de dichas competencias, entre otras, las funciones que cumple esta Superintendencia 
se relacionan con temas concernientes a las garantías de los bienes y servicios, así como, la 
verificación de la responsabilidad por el incumplimiento de las normas sobre información veraz 
y suficiente, publicidad engañosa, indicación pública de precios y protección contractual 
(cláusulas abusivas).  
 
4. DE LA INFORMACIÓN QUE DEBE PROPORCIONARSE A LOS CONSUMIDORES.  
 
El artículo 23 de la Ley 1480 de 2011, de manera general, establece la obligación de suministrar 
información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea sobre 
los productos que ofrezcan a los consumidores. En similar sentido, el Capítulo II del Título II de 
la Circular Única de esta Entidad, establece:  
 

“(…) las marcas, leyendas, propagandas comerciales y, en general, toda la publicidad e 
información que se suministre al consumidor sobre los componentes, propiedades, 
naturaleza, origen, modo de fabricación, usos, volumen, peso o medida, precios, forma de 
empleo, características, calidad, idoneidad y cantidad de los productos o servicios 
promovidos y de los incentivos ofrecidos, debe ser cierta, comprobable, suficiente y no debe 
inducir o poder inducir a error al consumidor sobre la actividad, productos y servicios y 
establecimientos.”  

 
Por su parte el artículo 24 indica la información mínima que debe proporcionarse. 
  

“Artículo 24. Contenido de la información. La información mínima comprenderá:  
 
1. Sin perjuicio de las reglamentaciones especiales, como mínimo el productor debe 
suministrar la siguiente información:  



 

1.1. Las instrucciones para el correcto uso o consumo, conservación e instalación del 
producto o utilización del servicio;  
1.2. Cantidad, peso o volumen, en el evento de ser aplicable; Las unidades utilizadas deberán 
corresponder a las establecidas en el Sistema Internacional de Unidades o a las unidades 
acostumbradas de medida de conformidad con lo dispuesto en esta ley;  
1.3. La fecha de vencimiento cuando ello fuere pertinente. Tratándose de productos 
perecederos, se indicará claramente y sin alteración de ninguna índole, la fecha de su 
expiración en sus etiquetas, envases o empaques, en forma acorde con su tamaño y 
presentación. El Gobierno reglamentará la materia.  
1.4. Las especificaciones del bien o servicio. Cuando la autoridad competente exija 
especificaciones técnicas particulares, estas deberán contenerse en la información mínima.  
2. Información que debe suministrar el proveedor:  
2.1. La relativa a las garantías que asisten al consumidor o usuario;  
2.2. El precio, atendiendo las disposiciones contenidas en esta ley. En el caso de los 
subnumerales 1.1., 1.2. y 1.3 de este artículo, el proveedor está obligado a verificar la 
existencia de los mismos al momento de poner en circulación los productos en el mercado.  
 
PARÁGRAFO. El productor o el proveedor solo podrá exonerarse de responsabilidad cuando 
demuestre fuerza mayor, caso fortuito o que la información fue adulterada o suplantada sin 
que se hubiera podido evitar la adulteración o suplantación.” Si la información que se brinda 
a los consumidores no cumple con los requisitos exigidos por la ley, habrá lugar a 
responsabilidad por parte de productor o proveedor a favor del consumidor. 

 
En este orden de ideas, en caso de que el productor o proveedor no le entregue al consumidor o 
usuario la información mínima descrita en el presente acápite, o se abstenga de proveer 
información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea sobre 
los productos que ofrezcan a los consumidores, se configuraría una infracción a las normas de 
protección al consumidor establecidas en la Ley 1480 de 2011.  

5. DE LA PUBLICIDAD 
 
En relación con la publicidad, el artículo 5 de la Ley 1480 de 2011, la define de la siguiente 
manera: 
 

"Artículo 5°. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entiende por: 
(…) 
12. Publicidad: Toda forma y contenido de comunicación que tenga como finalidad influir en 
las decisiones de consumo (…)". 

 
Debe tenerse en cuenta que la publicidad tiene como objeto influir en las decisiones de consumo, 
intenta inducir al consumidor a contratar, por lo tanto, su intención es negocial y está orientada 
a incitar la compra de bienes y servicios. En este sentido, contiene elementos subjetivos, los 
cuales no pueden ser calificados de verdaderos o falsos, pues solo son apreciaciones del 



 

anunciante respecto al producto que publicita.  Por lo tanto, puede afirmarse que mientras que 
la información contiene únicamente elementos objetivos, la publicidad puede comunicar tantos 
aspectos objetivos como valoraciones subjetivas, o simplemente no informar nada en absoluto.  
 
La normatividad aplicable en materia de publicidad engañosa se encuentra consagrada en la Ley 
1480 de 2011 en especial en el Título VI de la referida norma. Así mismo, deben considerarse 
las disposiciones contenidas en el Capítulo II del Título II de la Circular Única de la 
Superintendencia de Industria y Comercio disponibles en el siguiente link: 
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-
Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf. 
 
Particularmente, en relación a la fuerza vinculante de la publicidad, el artículo 29 de la Ley 1480 
de 2011 determina lo siguiente: “Las condiciones objetivas y específicas anunciadas en la 
publicidad obligan al anunciante, en los términos de dicha publicidad.” Así mismo, el artículo 30 
de la Ley 1480 de 2011 prohíbe la publicidad engañosa y fija la responsabilidad por la misma: 
 

“(…) Está prohibida la publicidad engañosa. 
 
El anunciante será responsable de los perjuicios que cause la publicidad engañosa. El medio 
de comunicación será responsable solidariamente solo si se comprueba dolo o culpa grave. 
En los casos en que el anunciante no cumpla con las condiciones objetivas anunciadas en la 
publicidad, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar, deberá responder 
frente al consumidor por los daños y perjuicios causados. (…)” 

 
En este sentido, los anunciantes están obligados ante los consumidores por las condiciones 
objetivas que anuncian en la publicidad y, en consecuencia, serán responsables por los 
perjuicios que cause la publicidad engañosa. Para esta Superintendencia es claro que al 
consumidor le asiste un derecho a recibir información adecuada que le permita hacer elecciones 
de consumo bien fundadas, derecho contenido en los numerales 2 del artículo 1° y 1.3 del 
artículo 3° de la ley 1480 de 2011.  
 
En efecto, “(…) Cuando un proveedor le da una información sobre determinado producto al 
consumidor, éste último confía en que la información suministrada sea completa, veraz y 
transparente, de ahí, que tenga una mera expectativa en que una determinada situación de hecho 
sea la correcta y esta no sea modificada por el proveedor del servicio. Por esta razón es que el 
consumidor basa su elección de la información suministrada por el proveedor del producto, a 
través de la publicidad, pues es la única que conoce en relación con el servicio. En ese orden de 
ideas, es que le asiste de igual manera, un derecho adquirido sobre ese producto, esto es, el 
cumplimiento de las condiciones objetivas1 y especificas anunciadas sobre el producto.  
 

 
1  Los elementos o condiciones objetivas corresponden, entre otros, a la naturaleza, modo de fabricación, uso, 
composición, cantidad, origen, idoneidad, modo de uso y precio. 

https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf


 

Por ello, si el proveedor, comercializador o distribuidor del producto no suministra información 
veraz, afecta la confianza del consumidor y por ende esta vulneración, trasciende a la buena fe, 
haciendo actuar a la entidad que busca proteger al consumidor de la información engañosa, 
entendida esta, como toda información contenida en la propaganda comercial, marca o leyenda, 
incluida la presentación del producto, que de cualquier manera induzca a error o pueda inducir a 
error a los consumidores o personas a las que se dirige y que puede afectar su comportamiento 
económico23”. 
 
En este orden de ideas, en caso de que el productor o proveedor anunciante no cumpla con las 
condiciones objetivas y específicas anunciadas en su publicidad, se configuraría una infracción 
a las normas de protección al consumidor establecidas en la Ley 1480 de 2011. 

6. OBLIGACIONES DE LOS PROVEEDORES EN EL COMERCIO ELECTRÓNICO 
 
Además de lo anterior, el Estatuto del Consumidor contempla una regulación particular y 
específica en lo relacionado con el comercio electrónico4, la cual puede ser aplicada a todas las 
actividades mercantiles, por lo tanto, sus lineamientos, deberán ser seguidos por todos aquellos 
que pretendan comercializar productos y servicios a través de la utilización de medios 
electrónicos o cualquier otra técnica de comunicación distinta a la presencial. En este sentido, 
el artículo 50 de la Ley 1480 de 2011 establece lo siguiente en relación con la información que 
debe proporcionarse a los consumidores:  

“ARTÍCULO 50. Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley, los 
proveedores y expendedores ubicados en el territorio nacional que ofrezcan productos 
utilizando medios electrónicos, deberán: 

a) Informar en todo momento de forma cierta, fidedigna, suficiente, clara, accesible y 
actualizada su identidad especificando su nombre o razón social, Número de Identificación 
Tributaria (NIT), dirección de notificación judicial, teléfono, correo electrónico y demás 
datos de contacto. 

b) Suministrar en todo momento información cierta, fidedigna, suficiente, clara y 
actualizada respecto de los productos que ofrezcan. En especial, deberán indicar sus 
características y propiedades tales como el tamaño, el peso, la medida, el material del que 

 
2 Superintendencia de Industria y Comercio. Página 41 de la Guía General de Protección al Consumidor citada en la 
Resolución 12469 del 21 de marzo de 2013. Hoja 15.  
3 Superintendencia de Industria y Comercio. Resolución 12469 del 21 de marzo de 2013. Hoja 15. Disponible en: 
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/Resolucion_12469_2013.pdf 
4 El artículo 49 de la Ley 1480 de 2011 establece qué se debe entender por comercio electrónico para efectos del 
derecho del consumo: “ARTÍCULO 49. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1o, inciso b) de la Ley 527 de 1999, 
se entenderá por comercio electrónico la realización de actos, negocios u operaciones mercantiles concertados a 
través del intercambio de mensajes de datos telemáticamente cursados entre proveedores y los consumidores para 
la comercialización de productos y servicios.” 

https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/Resolucion_12469_2013.pdf


 

está fabricado, su naturaleza, el origen, el modo de fabricación, los componentes, los usos, la 
forma de empleo, las propiedades, la calidad, la idoneidad, la cantidad, o cualquier otro 
factor pertinente, independientemente que se acompañen de imágenes, de tal forma que el 
consumidor pueda hacerse una representación lo más aproximada a la realidad del 
producto. 

También se deberá indicar el plazo de validez de la oferta y la disponibilidad del producto. 
En los contratos de tracto sucesivo, se deberá informar su duración mínima. 

Cuando la publicidad del bien incluya imágenes o gráficos del mismo, se deberá indicar en 
qué escala está elaborada dicha representación. 

c) Informar, en el medio de comercio electrónico utilizado, los medios de que disponen 
para realizar los pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del servicio, el 
derecho de retracto que le asiste al consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y 
cualquier otra información relevante para que el consumidor pueda adoptar una 
decisión de compra libremente y sin ser inducido en error. 

Igualmente deberá informar el precio total del producto incluyendo todos los 
impuestos, costos y gastos que deba pagar el consumidor para adquirirlo. En caso de 
ser procedente, se debe informar adecuadamente y por separado los gastos de envío. 

d) Publicar en el mismo medio y en todo momento, las condiciones generales de sus contratos, 
que sean fácilmente accesibles y disponibles para su consulta, impresión y descarga, antes y 
después de realizada la transacción, así no se haya expresado la intención de contratar. 

Previamente a la finalización o terminación de cualquier transacción de comercio 
electrónico, el proveedor o expendedor deberá presentar al consumidor un resumen del 
pedido de todos los bienes que pretende adquirir con su descripción completa, el precio 
individual de cada uno de ellos, el precio total de los bienes o servicios y, de ser aplicable, los 
costos y gastos adicionales que deba pagar por envío o por cualquier otro concepto y la 
sumatoria total que deba cancelar. Este resumen tiene como fin que el consumidor pueda 
verificar que la operación refleje su intención de adquisición de los productos o servicios 
ofrecidos y las demás condiciones, y de ser su deseo, hacer las correcciones que considere 
necesarias o la cancelación de la transacción. Este resumen deberá estar disponible para su 
impresión y/o descarga. 

La aceptación de la transacción por parte del consumidor deberá ser expresa, inequívoca y 
verificable por la autoridad competente. El consumidor debe tener el derecho de cancelar la 
transacción hasta antes de concluirla. 

Concluida la transacción, el proveedor y expendedor deberá remitir, a más tardar el día 
calendario siguiente de efectuado el pedido, un acuse de recibo del mismo, con información 



 

precisa del tiempo de entrega, precio exacto, incluyendo los impuestos, gastos de envío y la 
forma en que se realizó el pago. 

Queda prohibida cualquier disposición contractual en la que se presuma la voluntad del 
consumidor o que su silencio se considere como consentimiento, cuando de esta se deriven 
erogaciones u obligaciones a su cargo. 

(…)”. 

Como se evidencia en la norma citada, el proveedor de servicios a través de comercio electrónico 
debe cumplir con informar al usuario no solamente acerca de las condiciones particulares de 
producto, sino que debe proveer información los medios de que disponen para realizar los 
pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del servicio, el derecho de retracto que le 
asiste al consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y cualquier otra información relevante 
para que el consumidor pueda adoptar una decisión de compra libremente y sin ser inducido en 
error. La norma también establece que el proveedor debe informar el precio total del producto 
incluyendo todos los impuestos, costos y gastos que deba pagar el consumidor para adquirirlo. 
Adicionalmente, en caso de ser procedente, el proveedor debe informar los gastos de envío de 
manera oportuna y por separado.  

Ahora, el artículo 50 impone otras obligaciones a cargo del proveedor de servicios a través de 
comercio electrónico que vale la pena mencionar. Entre estas, se encuentra mantener en 
mecanismos de soporte duradero la prueba de la relación comercial, adoptar mecanismos 
apropiados y confiables que garanticen la protección de la información personal del consumidor 
y de la transacción misma, disponer mecanismos para que el consumidor pueda radicar sus 
quejas y peticiones, y, salvo pacto en contrario, el proveedor debe entregar el pedido a más 
tardar en el plazo de 30 días calendario a partir del día siguiente a aquel en que el consumidor 
le haya comunicado su pedido.  

En atención a lo anterior, en caso de que el productor o proveedor de comercio electrónico 
incumpla cualquiera de las disposiciones del artículo 50 del Estatuto del Consumidor, como por 
ejemplo al abstenerse de proveer información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, 
comprensible, precisa e idónea sobre los precios de los productos que ofrezcan a los 
consumidores, se configuraría una infracción a las normas de protección al consumidor 
establecidas en la Ley 1480 de 2011.  

7. MECANISMOS DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 
 
Facultades administrativas 
 
La Superintendencia de Industria y Comercio, a través de la Delegatura de Protección al 
consumidor, ejerce funciones de inspección, vigilancia y control con el fin de proteger los 
intereses de todos los consumidores.  



 

 
De acuerdo con los artículos 59 al 61 de la Ley 1480 de 2011, la Superintendencia ejercerá estas 
funciones mediante el inicio de investigaciones administrativas, bien sea de oficio o por una 
denuncia (queja), que pueden culminar con la imposición de sanciones al proveedor, 
comercializador o fabricante, entre ellas, el pago de multas.  
 
Asi las cosas, el objetivo de la actuación es proteger el interés general y el derecho colectivo de 
todos los consumidores. Por lo que, en este procedimiento quien presenta la denuncia no 
obtiene ningún tipo de reconocimiento de carácter particular y directo ni obtiene la solución del 
caso individual. 
 
Facultades jurisdiccionales 
 
El artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) le asignó a la 
Superintendencia de Industria y Comercio funciones jurisdiccionales en relación con la 
violación de los derechos de los consumidores, que ejerce a través de la Delegatura para 
Asuntos Jurisdiccionales.  
 
Entonces, cuando un consumidor considera que ha sufrido un daño de carácter particular como 
consecuencia de una infracción a las normas sobre protección al consumidor, podrá adelantar 
cualquiera de las acciones mencionadas en el artículo 56 de la Ley 1480, entre las que se 
encuentra la Acción de protección al consumidor, a través de la cual se persigue garantizar los 
derechos particulares de cada individuo en su condición de consumidor: 
 

3. (….) La acción de protección al consumidor, mediante la cual se decidirán los 
asuntos contenciosos que tengan como fundamento la vulneración de los derechos del 
consumidor por la violación directa de las normas sobre protección a consumidores y 
usuarios, los originados en la aplicación de las normas de protección contractual contenidas 
en esta ley y en normas especiales de protección a consumidores y usuarios; los orientados a 
lograr que se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la reparación de los 
daños causados a los bienes en la prestación de servicios contemplados en el artículo 18 de 
esta ley o por información o publicidad engañosa, independientemente del sector de la 
economía en que se hayan vulnerado los derechos del consumidor”. 

 
A efectos de esta competencia la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de esta 
Superintendencia, conoce de las demandas, en única o primera instancia, según corresponda 
de acuerdo con la cuantía,  relacionadas con los temas mencionados en el numeral 3 del artículo 
56 de la Ley 1480 de 2011, independientemente del sector de la economía en que se hayan 
vulnerado los derechos del consumidor. 
 
Si el consumidor decide promover una acción jurisdiccional de protección al consumidor, debe 
tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011.html#18


 

• Antes de presentar la demanda, debe agotar el requisito de procedibilidad previsto en 
el numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, el cual consiste en reclamar 
directamente5 al productor o proveedor, para lo cual estos expedirán una constancia 
por escrito, la cual se debe anexar a la demanda. Como alternativa al cumplimiento de 
este requisito, el consumidor puede citar a una audiencia de conciliación al productor o 
proveedor, caso en el cual anexará a la demanda la constancia o el acta de la audiencia. 

 
• La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el 58 de la Ley 1480 de 2011 

en armonía con el artículo 82 del Código General del Proceso. 
 

• El proceso, que es de tipo verbal sumario, se rige por las reglas especiales consagradas 
en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011. 

 
• La competencia para conocer de la acción de protección al consumidor es a prevención, 

por lo cual el consumidor podrá elegir si presenta la demanda ante la jurisdicción 
ordinaria o ante la Superintendencia de Industria y Comercio, de conformidad con el 
artículo 24 del Código General del Proceso. 

 
• En caso de que la demanda sea de mínima cuantía, esto es, que las pretensiones no 

excedan de 40 salarios mínimos no se requiere de abogado. En caso de que las 
pretensiones sean superiores a ese valor, se requerirá de abogado. (Artículo 25 del 
Código General del Proceso). 

 
8. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA 

En línea con lo anterior, sea lo primero señalar que no es posible para esta Oficina Asesora 
Jurídica dirimir situaciones de carácter particular como la planteada por usted en la consulta, 
en procura de derechos fundamentales como el debido proceso. En este sentido, si así lo 
considera, podrá seguir los parámetros generales plasmados en este documento en referencia 
a la información que debe proporcionarse a los consumidores, la publicidad, y las obligaciones 
de proveedores de productos y servicios en relación con el comercio electrónico.  
 
Si usted considera que se le han vulnerado sus derechos como consumidor podrá ejercer 
cualquiera de los mecanismos de protección mencionados en la sección séptima de este 
documento, teniendo en cuenta que cada uno de ellos busca la protección de intereses 
diferentes. En todo caso, es importante tener en cuenta los requisitos que señala el Estatuto del 
Consumidor tanto para denunciar como para demandar y que puede encontrar en el siguiente 
enlace: https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-
consumidor.  
 

 
5 Para mayor ilustración, puede encontrar un modelo de reclamo directo en el siguiente enlace: 
https://www.sic.gov.co/tema/asuntos-jurisdiccionales/proteccion-al-consumidor 

https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-consumidor
https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-consumidor


 

En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, reiterándole 
que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, esto es, bajo 
el entendido que la misma no compromete la responsabilidad de esta Superintendencia ni 
resulta de obligatorio cumplimiento ni ejecución.  
 
Algunos conceptos de interés general emitidos por la Oficina Jurídica, así como las resoluciones 
y circulares proferidas por esta Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/Doctrina-1.   

En la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio estamos 
comprometidos con nuestros usuarios para hacer de la atención una experiencia de calidad. Por 
tal razón le invitamos a evaluar nuestra gestión a través del siguiente 
link http://www.encue|star.com.co/index.php/2100?lang=esQ. 
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Señores 
JUZGADO 13 PENAL MUNICIPAL FUNCION CONTROL GARANTIAS - BOGOTA - 
BOGOTA D.C. 
j13pmgbt@cendoj.ramajudicial.gov.co  
BOGOTA D.C.--COLOMBIA 
 
        
Asunto: Radicación:   21-216550- -1-0 
  Trámite:   300 
  Evento:    366 
  Actuación:  343 
  Folios:  6 

Accionante:  GENNY ANDREA MELO RODRÍGUEZ 
Accionado:  EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – DATACRÉDITO, 

FENALCO VALLE y COLOMBIA MOVIL S.A. ESP 
Radicación:  21-00117 
Actuación:  CONTESTACION DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
    
NEYIRETH BRICEÑO RAMIREZ, actuando en calidad de Coordinadora del Grupo de 

Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, respetuosamente me 

dirijo a su Despacho para dar respuesta a la solicitud radicada en esta Entidad con No. 

21-216550 el día 28 de mayo de 2021, Sobre el particular, y en ejercicio de los derechos 

de defensa y contradicción consagrados en la Constitución Política, me permito 

manifestar lo siguiente: 

I. SOLICITUD 
 
Solicito respetuosamente a su Despacho: 
 
Que se desvincule a la Superintendencia de Industria y Comercio de la presente acción 
de tutela, en la medida en que no le asiste legitimación por pasiva en atención a que el 
petitum de la acción se encuentra limitado a acciones u omisiones de las accionadas 
EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – DATACRÉDITO, FENALCO VALLE y COLOMBIA 
MOVIL S.A. ESP. sin que le asista a esta Entidad incidencia sobre la actuación que 
condujo a la acción de tutela.  

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
  
RAD: 21-216550- -1-0 FECHA:  2021-05-31 10:14:24 
DEP: 60  GRUPO DE TRABAJO DE GESTIÓN 
JUDICIAL         

EVE:  366  NOTICUMPLIETO               

TRA: 300  TUTELA                       FOLIOS:   6 
ACT: 343   CONTESDEMANDA                       



 

 
 
 
 
 
 
 

 

II. MANIFESTACIONES PRELIMINARES 
 

Es necesario precisar que una vez verificado el “Sistema de Tramites-Consulta” de esta 
Entidad, se logró constatar que la accionante, la señora GENNY ANDREA MELO 
RODRÍGUEZ, no ha radicado en esta Entidad ninguna solicitud.  
 

III. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS SOLICITUDES DE LA TUTELA 
 

3.1. Improcedencia Por Falta De Legitimación Por Pasiva 
 

En primer término, resulta importante tener en cuenta que la Superintendencia de 
Industria y Comercio no es demandada, puesto que, dentro de los hechos presentados 
en la acción de tutela, estos van dirigidos a “EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – 
DATACRÉDITO, FENALCO VALLE y COLOMBIA MOVIL S.A. ESP” quien están 

incurriendo en la presunta violación a las normas contenidas en la Ley 1266 de 2008 y 
la no contestación del derecho de petición.   

En este orden de ideas, es evidente que existe una falta de legitimación por pasiva 
por esta Superintendencia, teniendo en cuenta que los llamados a responder en una 
eventual vulneración de derechos fundamentales son los accionados, ya que como bien 
lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia T-416/97 M.P. José Gregorio 
Hernández, que expresó lo siguiente: 
 

“(…) La legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de fondo 
porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito 
de las pretensiones del actor y las razones de la oposición por el demandado, 
mediante sentencia favorable o desfavorable. En resumen, la legitimación en la 
causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés sustancial 
que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha 
calidad o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 
simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo (...)” 

 
Así mismo en Sentencia C-5438 del 26 de agosto de 2014, Magistrado Ponente Ariel 
Salazar Ramírez de la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil se 
expresó que:  

 
“Tratándose, por tanto, la legitimación en la causa de un elemento sustancial, 
resulta necesario dilucidar si quien demanda es titular del derecho, así como si el 
demandado está obligado a responder de tal pretensión. No se entendería la ley 
que hiciera una condenación a la persona que no debe responder por la obligación 
o el derecho que se reclama, o a la que se demanda por aquella que adolece de 
la titularidad del derecho y por ende de la pretensión incoada”. 

 
 



 

 
 
 
 
 
 
 

 
En consecuencia, la legitimación en la causa por pasiva se consagra como la facultad 
procesal que le atribuye al demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la 
reclamación que el actor le dirige mediante la demanda sobre una pretensión de 
contenido material.  
 
Si bien es cierto, la tutela se establece por la Constitución como un proceso preferente y 
sumario, con ello no se quiso consagrar un instrumento judicial carente de garantías 
procesales, en donde la brevedad y celeridad procesal sirvan de excusa para desconocer 
los derechos de las partes o de los terceros, de manera que en dicho proceso, como en 
cualquier otro, el juez debe lograr que la actuación se surta sin vulnerar los principios de 
legalidad y contradicción. 
 

En conclusión, no resta más que solicitar a su honorable Despacho DESVINCULAR a la 

Superintendencia de Industria y Comercio en el presente asunto, porque tal y como se 

expresó anteriormente, carece de legitimidad en la causa por pasiva para actuar dentro 

del presente proceso.  

3.2. Competencia De La Superintendencia De Industria Y Comercio En 
Materia De Protección De Los Titulares De La Información. 

 
Junto con lo anterior, consideramos pertinente manifestar que nuestro ordenamiento 
jurídico prevé un régimen específico y expedito de protección, promoción y garantía de los 
derechos del titular de la información, cuya normatividad se encuentra prevista en la Ley 
1266 de 2008. En efecto, el artículo 6 ibídem establece como derechos de los titulares de 
la información “la utilización de los procedimientos de consultas y reclamos” ante los 
operadores de los bancos de datos y las fuentes de la información.  
 
Es de aclarar, que la protección referida no se limita a la posibilidad del  titular de la 
información a presentar peticiones, quejas y reclamos ante, las fuentes y los operadores 
de información, en la medida que, en el evento en que no esté de acuerdo con las 
decisiones adoptadas en relación con su PQR, podrá acudir ante la jurisdicción ordinaria 
para debatir el incumplimiento de la obligación reportada, de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 6 del artículo 16 de la disposición en cita; De igual forma, podrá solicitar a 
la autoridad encargada de la vigilancia y aplicación de la Ley de Habeas Data, que ordene 
la corrección, actualización o retiró un dato personal de un banco de datos o fuente de 
información, sin perjuicio de que en virtud de su reclamo se inicie una investigación 
administrativa en contra de la entidad acusada, por la conducta desplegada.  
 
En consonancia con lo anterior es importante señalar que el legislador facultó a la 
Superintendencia de Industria y Comercio para ejercer la vigilancia de los operadores, 
fuentes y usuarios de la información financiera, crediticia, comercial y de servicios, 
dotándola en efecto con la capacidad de investigar y sancionar a sus destinatarios 



 

 
 
 
 
 
 
 

conforme lo establece el artículo 17 y S.S. de la ley 1266 de 2008, el cual en su tenor 
literal establece: 

 “Artículo 17. Función de vigilancia. La Superintendencia de Industria y Comercio 
ejercerá la función de vigilancia de los operadores, las fuentes y los usuarios de 
información financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros 
países, en cuanto se refiere a la actividad de administración de datos personales que 
se regula en la presente ley. 

En los casos en que la fuente, usuario u operador de información sea una entidad 
vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia, esta ejercerá la 
vigilancia e impondrá las sanciones correspondientes, de conformidad con las 
facultades que le son propias, según lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero y las demás normas pertinentes y las establecidas en la presente ley. 

Para el ejercicio de la función de vigilancia a que se refiere el presente artículo, la 
Superintendencia de Industria y Comercio y la Superintendencia Financiera de 
Colombia, según el caso, tendrán en adición a las propias las siguientes facultades: 

1. Impartir instrucciones y órdenes sobre la manera como deben cumplirse las 
disposiciones de la presente ley relacionadas con la administración de la información 
financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países fijar 
los criterios que faciliten su cumplimiento y señalar procedimientos para su cabal 
aplicación. 

2. Velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, de las normas que 
la reglamenten y de las instrucciones impartidas por la respectiva Superintendencia. 

3. Velar porque los operadores y fuentes cuenten con un sistema de seguridad y con 
las demás condiciones técnicas suficientes para garantizar la seguridad y actualización 
de los registros, evitando su adulteración, pérdida, consulta o uso no autorizado 
conforme lo previsto en la presente ley. 

4. Ordenar a cargo del operador, la fuente o usuario la realización de auditorías 
externas de sistemas para verificar el cumplimiento de las disposiciones de la presente 
ley. 

5. Ordenar de oficio o a petición de parte la corrección, actualización o retiro de datos 
personales cuando ello sea procedente, conforme con lo establecido en la presente 
ley. Cuando sea a petición de parte, se deberá acreditar ante la Superintendencia que 
se surtió el trámite de un reclamo por los mismos hechos ante el operador o la fuente, 
y que el mismo no fue atendido o fue atendido desfavorablemente. 

6. Iniciar de oficio o a petición de parte investigaciones administrativas contra los 
operadores, fuentes y usuarios de información financiera, crediticia, comercial, de 
servicios y la proveniente de terceros países, con el fin de establecer si existe 
responsabilidad administrativa derivada del incumplimiento de las disposiciones de la 



 

 
 
 
 
 
 
 

presente ley o de las órdenes o instrucciones impartidas por el organismo de vigilancia 
respectivo, y si es del caso imponer sanciones u ordenar las medidas que resulten 
pertinentes”. 

En línea con lo anterior, En los casos en que la fuente, usuario u operador de información 
sea una entidad vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia, se deberá 
presentar ante esta ultima la reclamación, de conformidad con las facultades que les son 
propias. 
 
Es importante señalar que, no obstante, existe el régimen de habeas Data que contempla 
los mecanismos enunciados lo cierto es que el numeral 6 del inciso 2 del artículo 16 de 
la Ley 1266 de 2008, previó  que dicho régimen se aplicaría sin perjuicio de la acción de 
tutela a que hace referencia el artículo 86 de la Constitución Nacional, y en este sentido, 
el titular de la información puede, junto con lo anterior, recurrir al Juez Constitucional 
para que ordene el cese de la vulneración o la extinción de la amenaza a su derecho 
fundamental.  
 
Ahora bien, toda vez que la norma autoriza de forma expresa la intervención del juez 
constitucional y teniendo en cuenta el carácter especial de esta, así como la naturaleza 
de los derechos sujetos a controversia se puede concluir que el juez de tutela al tener 
conocimiento de una presunta infracción al régimen de Datos Personales desplaza la 
competencia de esta Superintendencia y se erige como el responsable directo de la 
materialización del derecho al Habeas Data de los titulares, motivo por el cual será éste 
el llamado a efectuar los pronunciamientos pertinentes en relación con la solicitud del 
accionante.   
 
De ahí que, cualquier orden que pudiera llegarse a impartir por su Honorable Despacho 
en contra de esta Entidad, devendría improcedente por cuanto, solo hasta cuando nos 
fue notificada la admisión de la tutela, tuvimos conocimiento de los hechos denunciados. 
Por tanto, le solicito comedidamente, se abstenga de impartir cualquier orden judicial en 
contra de esta Superintendencia.   
 

En conclusión, no resta más que solicitar a su honorable Despacho desvincular a la 

Superintendencia de Industria y Comercio en el presente asunto, porque tal y como se 

expresó anteriormente, esta Entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales 

invocados y tampoco es la llamada a velar por su protección en esta instancia, pues no 

tenía conocimiento previo de los hechos presuntamente vulneradores, y tal como se 

explicó en párrafos previos una vez presentada la acción de tutela el juez constitucional 

desplaza la competencia de esta Entidad en relación con la protección del derecho 

alegado. 

 

 



 

 
 
 
 
 
 
 

 

IV. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Oficina Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio 
ubicada en la Carrera 13 No 27-00, Piso Décimo de Bogotá D.C. y al correo electrónico 
notificacionesjud@sic.gov.co . 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
NEYIRETH BRICEÑO RAMÍREZ 
COORDINADORA GRUPO DE TRABAJO DE GESTION JUDICIAL 
Elaboró: John García 
Revisó:  Neyireth Briceño Ramírez 
Aprobó: Neyireth Briceño Ramírez 
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Bogotá D.C., 26 de agosto, 2020 

 
Señor 
CARLOS JOSÉ BOLAÑOS 
carlosjosebolanos@gmail.com 

Valle del Cauca - Cali 
Asunto: Radicación: 20-227424 

Cordial saludo, 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, procede la SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un pronunciamiento en los términos que a continuación se 
pasan a exponer:  
 
1. OBJETO DE LA CONSULTA 
 
El objeto de su consulta es el siguiente: 
 

“: Buenas tardes, el día de hoy ingresé a la web https://www.exito.com/memoria-micro-sd-64-

gb-original-samsung-evo-clase-10-100mb-s-100028330-mp/p Y la imagen es diferente a la 

descripción del producto, SDXC vs SDHC, respectivamente. Me preocupa porque son dos 

modelos muy diferentes y no sé si estoy podría implicar publicidad engañosa. Yo casi soy 

inducido a comprar este producto pero logré identificar que no era el de la imagen. Remito 

para lo que consideren pertinente. Gracias”. 
 

2. CUESTIÓN PREVIA.  
 
La Superintendencia de Industria y Comercio, a través de su Oficina Asesora Jurídica, no le asiste 
la facultad de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que una lectura en tal sentido 
implicaría la vulneración del debido proceso como garantía constitucional.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005:  
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de petición de consulta 
no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley o de un acto administrativo. No pueden 
reemplazar un acto administrativo. Dada la naturaleza misma de los conceptos, ellos se 
equiparan a opiniones, a consejos, a pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones 
que emite la administración pero que dejan al administrado en libertad para seguirlos o no”.  

 
En consecuencia, no le corresponde a esta Entidad pronunciarse sobre aspectos específicos, sin 
embargo, se le suministrarán las herramientas que le faciliten encontrar una solución a su 
inquietud.  



 

 
3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN MATERIA DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 
 
En atención al tema de su consulta, le informamos que las competencias de la Superintendencia 
de Industria y Comercio, según lo disponen los numerales 22 al 31, 42 al 46 y 61 al 66 del artículo 
1 del Decreto 4886 de 2011, en materia de protección al consumidor, incluyen: 
 
1. Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección al consumidor. 
2. Adelantar procedimientos por violación al régimen de protección del consumidor, en 

ejercicio de funciones administrativas y jurisdiccionales.  
3. Imponer sanciones por violación al régimen de protección al consumidor, una vez surtida 

una investigación. 
4. Impartir instrucciones en materia de protección al consumidor con el fin de establecer 

criterios y procedimientos que faciliten el cumplimiento de las normas. 
 
En virtud de dichas competencias, entre otras, las funciones que cumple esta Superintendencia 
se relacionan con temas concernientes a las garantías de los bienes y servicios, así como, la 
verificación de la responsabilidad por el incumplimiento de las normas sobre información veraz 
y suficiente, publicidad engañosa, indicación pública de precios y protección contractual 
(cláusulas abusivas).  
 
4. DE LA INFORMACIÓN QUE DEBE PROPORCIONARSE A LOS CONSUMIDORES.  
 
El artículo 23 de la Ley 1480 de 2011, de manera general, establece la obligación de suministrar 
información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea sobre 
los productos que ofrezcan a los consumidores. En similar sentido, el Capítulo II del Título II de 
la Circular Única de esta Entidad, establece:  
 

“(…) las marcas, leyendas, propagandas comerciales y, en general, toda la publicidad e 
información que se suministre al consumidor sobre los componentes, propiedades, 
naturaleza, origen, modo de fabricación, usos, volumen, peso o medida, precios, forma de 
empleo, características, calidad, idoneidad y cantidad de los productos o servicios 
promovidos y de los incentivos ofrecidos, debe ser cierta, comprobable, suficiente y no debe 
inducir o poder inducir a error al consumidor sobre la actividad, productos y servicios y 
establecimientos.”  

 
Por su parte el artículo 24 indica la información mínima que debe proporcionarse. 
  

“Artículo 24. Contenido de la información. La información mínima comprenderá:  
 
1. Sin perjuicio de las reglamentaciones especiales, como mínimo el productor debe 
suministrar la siguiente información:  



 

1.1. Las instrucciones para el correcto uso o consumo, conservación e instalación del 
producto o utilización del servicio;  
1.2. Cantidad, peso o volumen, en el evento de ser aplicable; Las unidades utilizadas deberán 
corresponder a las establecidas en el Sistema Internacional de Unidades o a las unidades 
acostumbradas de medida de conformidad con lo dispuesto en esta ley;  
1.3. La fecha de vencimiento cuando ello fuere pertinente. Tratándose de productos 
perecederos, se indicará claramente y sin alteración de ninguna índole, la fecha de su 
expiración en sus etiquetas, envases o empaques, en forma acorde con su tamaño y 
presentación. El Gobierno reglamentará la materia.  
1.4. Las especificaciones del bien o servicio. Cuando la autoridad competente exija 
especificaciones técnicas particulares, estas deberán contenerse en la información mínima.  
2. Información que debe suministrar el proveedor:  
2.1. La relativa a las garantías que asisten al consumidor o usuario;  
2.2. El precio, atendiendo las disposiciones contenidas en esta ley. En el caso de los 
subnumerales 1.1., 1.2. y 1.3 de este artículo, el proveedor está obligado a verificar la 
existencia de los mismos al momento de poner en circulación los productos en el mercado.  
 
PARÁGRAFO. El productor o el proveedor solo podrá exonerarse de responsabilidad cuando 
demuestre fuerza mayor, caso fortuito o que la información fue adulterada o suplantada sin 
que se hubiera podido evitar la adulteración o suplantación.” Si la información que se brinda 
a los consumidores no cumple con los requisitos exigidos por la ley, habrá lugar a 
responsabilidad por parte de productor o proveedor a favor del consumidor. 

 
En este orden de ideas, en caso de que el productor o proveedor no le entregue al consumidor o 
usuario la información mínima descrita en el presente acápite, o se abstenga de proveer 
información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e idónea sobre 
los productos que ofrezcan a los consumidores, se configuraría una infracción a las normas de 
protección al consumidor establecidas en la Ley 1480 de 2011.  

5. DE LA PUBLICIDAD 
 
En relación con la publicidad, el artículo 5 de la Ley 1480 de 2011, la define de la siguiente 
manera: 
 

"Artículo 5°. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entiende por: 
(…) 
12. Publicidad: Toda forma y contenido de comunicación que tenga como finalidad influir en 
las decisiones de consumo (…)". 

 
Debe tenerse en cuenta que la publicidad tiene como objeto influir en las decisiones de consumo, 
intenta inducir al consumidor a contratar, por lo tanto, su intención es negocial y está orientada 
a incitar la compra de bienes y servicios. En este sentido, contiene elementos subjetivos, los 
cuales no pueden ser calificados de verdaderos o falsos, pues solo son apreciaciones del 



 

anunciante respecto al producto que publicita.  Por lo tanto, puede afirmarse que mientras que 
la información contiene únicamente elementos objetivos, la publicidad puede comunicar tantos 
aspectos objetivos como valoraciones subjetivas, o simplemente no informar nada en absoluto.  
 
La normatividad aplicable en materia de publicidad engañosa se encuentra consagrada en la Ley 
1480 de 2011 en especial en el Título VI de la referida norma. Así mismo, deben considerarse 
las disposiciones contenidas en el Capítulo II del Título II de la Circular Única de la 
Superintendencia de Industria y Comercio disponibles en el siguiente link: 
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-
Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf. 
 
Particularmente, en relación a la fuerza vinculante de la publicidad, el artículo 29 de la Ley 1480 
de 2011 determina lo siguiente: “Las condiciones objetivas y específicas anunciadas en la 
publicidad obligan al anunciante, en los términos de dicha publicidad.” Así mismo, el artículo 30 
de la Ley 1480 de 2011 prohíbe la publicidad engañosa y fija la responsabilidad por la misma: 
 

“(…) Está prohibida la publicidad engañosa. 
 
El anunciante será responsable de los perjuicios que cause la publicidad engañosa. El medio 
de comunicación será responsable solidariamente solo si se comprueba dolo o culpa grave. 
En los casos en que el anunciante no cumpla con las condiciones objetivas anunciadas en la 
publicidad, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar, deberá responder 
frente al consumidor por los daños y perjuicios causados. (…)” 

 
En este sentido, los anunciantes están obligados ante los consumidores por las condiciones 
objetivas que anuncian en la publicidad y, en consecuencia, serán responsables por los 
perjuicios que cause la publicidad engañosa. Para esta Superintendencia es claro que al 
consumidor le asiste un derecho a recibir información adecuada que le permita hacer elecciones 
de consumo bien fundadas, derecho contenido en los numerales 2 del artículo 1° y 1.3 del 
artículo 3° de la ley 1480 de 2011.  
 
En efecto, “(…) Cuando un proveedor le da una información sobre determinado producto al 
consumidor, éste último confía en que la información suministrada sea completa, veraz y 
transparente, de ahí, que tenga una mera expectativa en que una determinada situación de hecho 
sea la correcta y esta no sea modificada por el proveedor del servicio. Por esta razón es que el 
consumidor basa su elección de la información suministrada por el proveedor del producto, a 
través de la publicidad, pues es la única que conoce en relación con el servicio. En ese orden de 
ideas, es que le asiste de igual manera, un derecho adquirido sobre ese producto, esto es, el 
cumplimiento de las condiciones objetivas1 y especificas anunciadas sobre el producto.  
 

 
1  Los elementos o condiciones objetivas corresponden, entre otros, a la naturaleza, modo de fabricación, uso, 
composición, cantidad, origen, idoneidad, modo de uso y precio. 

https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/052019/Titulo_II-Resolución93345de26dic2018_FInal20190121.pdf


 

Por ello, si el proveedor, comercializador o distribuidor del producto no suministra información 
veraz, afecta la confianza del consumidor y por ende esta vulneración, trasciende a la buena fe, 
haciendo actuar a la entidad que busca proteger al consumidor de la información engañosa, 
entendida esta, como toda información contenida en la propaganda comercial, marca o leyenda, 
incluida la presentación del producto, que de cualquier manera induzca a error o pueda inducir a 
error a los consumidores o personas a las que se dirige y que puede afectar su comportamiento 
económico23”. 
 
En este orden de ideas, en caso de que el productor o proveedor anunciante no cumpla con las 
condiciones objetivas y específicas anunciadas en su publicidad, se configuraría una infracción 
a las normas de protección al consumidor establecidas en la Ley 1480 de 2011. 

6. OBLIGACIONES DE LOS PROVEEDORES EN EL COMERCIO ELECTRÓNICO 
 
Además de lo anterior, el Estatuto del Consumidor contempla una regulación particular y 
específica en lo relacionado con el comercio electrónico4, la cual puede ser aplicada a todas las 
actividades mercantiles, por lo tanto, sus lineamientos, deberán ser seguidos por todos aquellos 
que pretendan comercializar productos y servicios a través de la utilización de medios 
electrónicos o cualquier otra técnica de comunicación distinta a la presencial. En este sentido, 
el artículo 50 de la Ley 1480 de 2011 establece lo siguiente en relación con la información que 
debe proporcionarse a los consumidores:  

“ARTÍCULO 50. Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley, los 
proveedores y expendedores ubicados en el territorio nacional que ofrezcan productos 
utilizando medios electrónicos, deberán: 

a) Informar en todo momento de forma cierta, fidedigna, suficiente, clara, accesible y 
actualizada su identidad especificando su nombre o razón social, Número de Identificación 
Tributaria (NIT), dirección de notificación judicial, teléfono, correo electrónico y demás 
datos de contacto. 

b) Suministrar en todo momento información cierta, fidedigna, suficiente, clara y 
actualizada respecto de los productos que ofrezcan. En especial, deberán indicar sus 
características y propiedades tales como el tamaño, el peso, la medida, el material del que 

 
2 Superintendencia de Industria y Comercio. Página 41 de la Guía General de Protección al Consumidor citada en la 
Resolución 12469 del 21 de marzo de 2013. Hoja 15.  
3 Superintendencia de Industria y Comercio. Resolución 12469 del 21 de marzo de 2013. Hoja 15. Disponible en: 
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/Resolucion_12469_2013.pdf 
4 El artículo 49 de la Ley 1480 de 2011 establece qué se debe entender por comercio electrónico para efectos del 
derecho del consumo: “ARTÍCULO 49. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1o, inciso b) de la Ley 527 de 1999, 
se entenderá por comercio electrónico la realización de actos, negocios u operaciones mercantiles concertados a 
través del intercambio de mensajes de datos telemáticamente cursados entre proveedores y los consumidores para 
la comercialización de productos y servicios.” 

https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normatividad/Resolucion_12469_2013.pdf


 

está fabricado, su naturaleza, el origen, el modo de fabricación, los componentes, los usos, la 
forma de empleo, las propiedades, la calidad, la idoneidad, la cantidad, o cualquier otro 
factor pertinente, independientemente que se acompañen de imágenes, de tal forma que el 
consumidor pueda hacerse una representación lo más aproximada a la realidad del 
producto. 

También se deberá indicar el plazo de validez de la oferta y la disponibilidad del producto. 
En los contratos de tracto sucesivo, se deberá informar su duración mínima. 

Cuando la publicidad del bien incluya imágenes o gráficos del mismo, se deberá indicar en 
qué escala está elaborada dicha representación. 

c) Informar, en el medio de comercio electrónico utilizado, los medios de que disponen 
para realizar los pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del servicio, el 
derecho de retracto que le asiste al consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y 
cualquier otra información relevante para que el consumidor pueda adoptar una 
decisión de compra libremente y sin ser inducido en error. 

Igualmente deberá informar el precio total del producto incluyendo todos los 
impuestos, costos y gastos que deba pagar el consumidor para adquirirlo. En caso de 
ser procedente, se debe informar adecuadamente y por separado los gastos de envío. 

d) Publicar en el mismo medio y en todo momento, las condiciones generales de sus contratos, 
que sean fácilmente accesibles y disponibles para su consulta, impresión y descarga, antes y 
después de realizada la transacción, así no se haya expresado la intención de contratar. 

Previamente a la finalización o terminación de cualquier transacción de comercio 
electrónico, el proveedor o expendedor deberá presentar al consumidor un resumen del 
pedido de todos los bienes que pretende adquirir con su descripción completa, el precio 
individual de cada uno de ellos, el precio total de los bienes o servicios y, de ser aplicable, los 
costos y gastos adicionales que deba pagar por envío o por cualquier otro concepto y la 
sumatoria total que deba cancelar. Este resumen tiene como fin que el consumidor pueda 
verificar que la operación refleje su intención de adquisición de los productos o servicios 
ofrecidos y las demás condiciones, y de ser su deseo, hacer las correcciones que considere 
necesarias o la cancelación de la transacción. Este resumen deberá estar disponible para su 
impresión y/o descarga. 

La aceptación de la transacción por parte del consumidor deberá ser expresa, inequívoca y 
verificable por la autoridad competente. El consumidor debe tener el derecho de cancelar la 
transacción hasta antes de concluirla. 

Concluida la transacción, el proveedor y expendedor deberá remitir, a más tardar el día 
calendario siguiente de efectuado el pedido, un acuse de recibo del mismo, con información 



 

precisa del tiempo de entrega, precio exacto, incluyendo los impuestos, gastos de envío y la 
forma en que se realizó el pago. 

Queda prohibida cualquier disposición contractual en la que se presuma la voluntad del 
consumidor o que su silencio se considere como consentimiento, cuando de esta se deriven 
erogaciones u obligaciones a su cargo. 

(…)”. 

Como se evidencia en la norma citada, el proveedor de servicios a través de comercio electrónico 
debe cumplir con informar al usuario no solamente acerca de las condiciones particulares de 
producto, sino que debe proveer información los medios de que disponen para realizar los 
pagos, el tiempo de entrega del bien o la prestación del servicio, el derecho de retracto que le 
asiste al consumidor y el procedimiento para ejercerlo, y cualquier otra información relevante 
para que el consumidor pueda adoptar una decisión de compra libremente y sin ser inducido en 
error. La norma también establece que el proveedor debe informar el precio total del producto 
incluyendo todos los impuestos, costos y gastos que deba pagar el consumidor para adquirirlo. 
Adicionalmente, en caso de ser procedente, el proveedor debe informar los gastos de envío de 
manera oportuna y por separado.  

Ahora, el artículo 50 impone otras obligaciones a cargo del proveedor de servicios a través de 
comercio electrónico que vale la pena mencionar. Entre estas, se encuentra mantener en 
mecanismos de soporte duradero la prueba de la relación comercial, adoptar mecanismos 
apropiados y confiables que garanticen la protección de la información personal del consumidor 
y de la transacción misma, disponer mecanismos para que el consumidor pueda radicar sus 
quejas y peticiones, y, salvo pacto en contrario, el proveedor debe entregar el pedido a más 
tardar en el plazo de 30 días calendario a partir del día siguiente a aquel en que el consumidor 
le haya comunicado su pedido.  

En atención a lo anterior, en caso de que el productor o proveedor de comercio electrónico 
incumpla cualquiera de las disposiciones del artículo 50 del Estatuto del Consumidor, como por 
ejemplo al abstenerse de proveer información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, 
comprensible, precisa e idónea sobre los precios de los productos que ofrezcan a los 
consumidores, se configuraría una infracción a las normas de protección al consumidor 
establecidas en la Ley 1480 de 2011.  

7. MECANISMOS DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 
 
Facultades administrativas 
 
La Superintendencia de Industria y Comercio, a través de la Delegatura de Protección al 
consumidor, ejerce funciones de inspección, vigilancia y control con el fin de proteger los 
intereses de todos los consumidores.  



 

 
De acuerdo con los artículos 59 al 61 de la Ley 1480 de 2011, la Superintendencia ejercerá estas 
funciones mediante el inicio de investigaciones administrativas, bien sea de oficio o por una 
denuncia (queja), que pueden culminar con la imposición de sanciones al proveedor, 
comercializador o fabricante, entre ellas, el pago de multas.  
 
Asi las cosas, el objetivo de la actuación es proteger el interés general y el derecho colectivo de 
todos los consumidores. Por lo que, en este procedimiento quien presenta la denuncia no 
obtiene ningún tipo de reconocimiento de carácter particular y directo ni obtiene la solución del 
caso individual. 
 
Facultades jurisdiccionales 
 
El artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) le asignó a la 
Superintendencia de Industria y Comercio funciones jurisdiccionales en relación con la 
violación de los derechos de los consumidores, que ejerce a través de la Delegatura para 
Asuntos Jurisdiccionales.  
 
Entonces, cuando un consumidor considera que ha sufrido un daño de carácter particular como 
consecuencia de una infracción a las normas sobre protección al consumidor, podrá adelantar 
cualquiera de las acciones mencionadas en el artículo 56 de la Ley 1480, entre las que se 
encuentra la Acción de protección al consumidor, a través de la cual se persigue garantizar los 
derechos particulares de cada individuo en su condición de consumidor: 
 

3. (….) La acción de protección al consumidor, mediante la cual se decidirán los 
asuntos contenciosos que tengan como fundamento la vulneración de los derechos del 
consumidor por la violación directa de las normas sobre protección a consumidores y 
usuarios, los originados en la aplicación de las normas de protección contractual contenidas 
en esta ley y en normas especiales de protección a consumidores y usuarios; los orientados a 
lograr que se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la reparación de los 
daños causados a los bienes en la prestación de servicios contemplados en el artículo 18 de 
esta ley o por información o publicidad engañosa, independientemente del sector de la 
economía en que se hayan vulnerado los derechos del consumidor”. 

 
A efectos de esta competencia la Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales de esta 
Superintendencia, conoce de las demandas, en única o primera instancia, según corresponda 
de acuerdo con la cuantía,  relacionadas con los temas mencionados en el numeral 3 del artículo 
56 de la Ley 1480 de 2011, independientemente del sector de la economía en que se hayan 
vulnerado los derechos del consumidor. 
 
Si el consumidor decide promover una acción jurisdiccional de protección al consumidor, debe 
tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011.html#18


 

• Antes de presentar la demanda, debe agotar el requisito de procedibilidad previsto en 
el numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, el cual consiste en reclamar 
directamente5 al productor o proveedor, para lo cual estos expedirán una constancia 
por escrito, la cual se debe anexar a la demanda. Como alternativa al cumplimiento de 
este requisito, el consumidor puede citar a una audiencia de conciliación al productor o 
proveedor, caso en el cual anexará a la demanda la constancia o el acta de la audiencia. 

 
• La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el 58 de la Ley 1480 de 2011 

en armonía con el artículo 82 del Código General del Proceso. 
 

• El proceso, que es de tipo verbal sumario, se rige por las reglas especiales consagradas 
en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011. 

 
• La competencia para conocer de la acción de protección al consumidor es a prevención, 

por lo cual el consumidor podrá elegir si presenta la demanda ante la jurisdicción 
ordinaria o ante la Superintendencia de Industria y Comercio, de conformidad con el 
artículo 24 del Código General del Proceso. 

 
• En caso de que la demanda sea de mínima cuantía, esto es, que las pretensiones no 

excedan de 40 salarios mínimos no se requiere de abogado. En caso de que las 
pretensiones sean superiores a ese valor, se requerirá de abogado. (Artículo 25 del 
Código General del Proceso). 

 
8. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA 

En línea con lo anterior, sea lo primero señalar que no es posible para esta Oficina Asesora 
Jurídica dirimir situaciones de carácter particular como la planteada por usted en la consulta, 
en procura de derechos fundamentales como el debido proceso. En este sentido, si así lo 
considera, podrá seguir los parámetros generales plasmados en este documento en referencia 
a la información que debe proporcionarse a los consumidores, la publicidad, y las obligaciones 
de proveedores de productos y servicios en relación con el comercio electrónico.  
 
Si usted considera que se le han vulnerado sus derechos como consumidor podrá ejercer 
cualquiera de los mecanismos de protección mencionados en la sección séptima de este 
documento, teniendo en cuenta que cada uno de ellos busca la protección de intereses 
diferentes. En todo caso, es importante tener en cuenta los requisitos que señala el Estatuto del 
Consumidor tanto para denunciar como para demandar y que puede encontrar en el siguiente 
enlace: https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-
consumidor.  
 

 
5 Para mayor ilustración, puede encontrar un modelo de reclamo directo en el siguiente enlace: 
https://www.sic.gov.co/tema/asuntos-jurisdiccionales/proteccion-al-consumidor 

https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-consumidor
https://www.sic.gov.co/denuncias-y-demandas-en-materia-de-proteccion-al-consumidor


 

En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, reiterándole 
que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, esto es, bajo 
el entendido que la misma no compromete la responsabilidad de esta Superintendencia ni 
resulta de obligatorio cumplimiento ni ejecución.  
 
Algunos conceptos de interés general emitidos por la Oficina Jurídica, así como las resoluciones 
y circulares proferidas por esta Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/Doctrina-1.   

En la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio estamos 
comprometidos con nuestros usuarios para hacer de la atención una experiencia de calidad. Por 
tal razón le invitamos a evaluar nuestra gestión a través del siguiente 
link http://www.encue|star.com.co/index.php/2100?lang=esQ. 
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Señores 
JUZGADO 13 PENAL MUNICIPAL FUNCION CONTROL GARANTIAS - BOGOTA - 
BOGOTA D.C. 
j13pmgbt@cendoj.ramajudicial.gov.co  
BOGOTA D.C.--COLOMBIA 
 
        
Asunto: Radicación:   21-216550- -1-0 
  Trámite:   300 
  Evento:    366 
  Actuación:  343 
  Folios:  6 

Accionante:  GENNY ANDREA MELO RODRÍGUEZ 
Accionado:  EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – DATACRÉDITO, 

FENALCO VALLE y COLOMBIA MOVIL S.A. ESP 
Radicación:  21-00117 
Actuación:  CONTESTACION DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 
    
NEYIRETH BRICEÑO RAMIREZ, actuando en calidad de Coordinadora del Grupo de 

Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, respetuosamente me 

dirijo a su Despacho para dar respuesta a la solicitud radicada en esta Entidad con No. 

21-216550 el día 28 de mayo de 2021, Sobre el particular, y en ejercicio de los derechos 

de defensa y contradicción consagrados en la Constitución Política, me permito 

manifestar lo siguiente: 

I. SOLICITUD 
 
Solicito respetuosamente a su Despacho: 
 
Que se desvincule a la Superintendencia de Industria y Comercio de la presente acción 
de tutela, en la medida en que no le asiste legitimación por pasiva en atención a que el 
petitum de la acción se encuentra limitado a acciones u omisiones de las accionadas 
EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – DATACRÉDITO, FENALCO VALLE y COLOMBIA 
MOVIL S.A. ESP. sin que le asista a esta Entidad incidencia sobre la actuación que 
condujo a la acción de tutela.  

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
  
RAD: 21-216550- -1-0 FECHA:  2021-05-31 10:14:24 
DEP: 60  GRUPO DE TRABAJO DE GESTIÓN 
JUDICIAL         

EVE:  366  NOTICUMPLIETO               

TRA: 300  TUTELA                       FOLIOS:   6 
ACT: 343   CONTESDEMANDA                       



 

 
 
 
 
 
 
 

 

II. MANIFESTACIONES PRELIMINARES 
 

Es necesario precisar que una vez verificado el “Sistema de Tramites-Consulta” de esta 
Entidad, se logró constatar que la accionante, la señora GENNY ANDREA MELO 
RODRÍGUEZ, no ha radicado en esta Entidad ninguna solicitud.  
 

III. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS SOLICITUDES DE LA TUTELA 
 

3.1. Improcedencia Por Falta De Legitimación Por Pasiva 
 

En primer término, resulta importante tener en cuenta que la Superintendencia de 
Industria y Comercio no es demandada, puesto que, dentro de los hechos presentados 
en la acción de tutela, estos van dirigidos a “EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. – 
DATACRÉDITO, FENALCO VALLE y COLOMBIA MOVIL S.A. ESP” quien están 

incurriendo en la presunta violación a las normas contenidas en la Ley 1266 de 2008 y 
la no contestación del derecho de petición.   

En este orden de ideas, es evidente que existe una falta de legitimación por pasiva 
por esta Superintendencia, teniendo en cuenta que los llamados a responder en una 
eventual vulneración de derechos fundamentales son los accionados, ya que como bien 
lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia T-416/97 M.P. José Gregorio 
Hernández, que expresó lo siguiente: 
 

“(…) La legitimación en la causa es un presupuesto de la sentencia de fondo 
porque otorga a las partes el derecho a que el juez se pronuncie sobre el mérito 
de las pretensiones del actor y las razones de la oposición por el demandado, 
mediante sentencia favorable o desfavorable. En resumen, la legitimación en la 
causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés sustancial 
que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha 
calidad o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces 
simplemente declararse inhibido para fallar el caso de fondo (...)” 

 
Así mismo en Sentencia C-5438 del 26 de agosto de 2014, Magistrado Ponente Ariel 
Salazar Ramírez de la Honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil se 
expresó que:  

 
“Tratándose, por tanto, la legitimación en la causa de un elemento sustancial, 
resulta necesario dilucidar si quien demanda es titular del derecho, así como si el 
demandado está obligado a responder de tal pretensión. No se entendería la ley 
que hiciera una condenación a la persona que no debe responder por la obligación 
o el derecho que se reclama, o a la que se demanda por aquella que adolece de 
la titularidad del derecho y por ende de la pretensión incoada”. 

 
 



 

 
 
 
 
 
 
 

 
En consecuencia, la legitimación en la causa por pasiva se consagra como la facultad 
procesal que le atribuye al demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la 
reclamación que el actor le dirige mediante la demanda sobre una pretensión de 
contenido material.  
 
Si bien es cierto, la tutela se establece por la Constitución como un proceso preferente y 
sumario, con ello no se quiso consagrar un instrumento judicial carente de garantías 
procesales, en donde la brevedad y celeridad procesal sirvan de excusa para desconocer 
los derechos de las partes o de los terceros, de manera que en dicho proceso, como en 
cualquier otro, el juez debe lograr que la actuación se surta sin vulnerar los principios de 
legalidad y contradicción. 
 

En conclusión, no resta más que solicitar a su honorable Despacho DESVINCULAR a la 

Superintendencia de Industria y Comercio en el presente asunto, porque tal y como se 

expresó anteriormente, carece de legitimidad en la causa por pasiva para actuar dentro 

del presente proceso.  

3.2. Competencia De La Superintendencia De Industria Y Comercio En 
Materia De Protección De Los Titulares De La Información. 

 
Junto con lo anterior, consideramos pertinente manifestar que nuestro ordenamiento 
jurídico prevé un régimen específico y expedito de protección, promoción y garantía de los 
derechos del titular de la información, cuya normatividad se encuentra prevista en la Ley 
1266 de 2008. En efecto, el artículo 6 ibídem establece como derechos de los titulares de 
la información “la utilización de los procedimientos de consultas y reclamos” ante los 
operadores de los bancos de datos y las fuentes de la información.  
 
Es de aclarar, que la protección referida no se limita a la posibilidad del  titular de la 
información a presentar peticiones, quejas y reclamos ante, las fuentes y los operadores 
de información, en la medida que, en el evento en que no esté de acuerdo con las 
decisiones adoptadas en relación con su PQR, podrá acudir ante la jurisdicción ordinaria 
para debatir el incumplimiento de la obligación reportada, de conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 6 del artículo 16 de la disposición en cita; De igual forma, podrá solicitar a 
la autoridad encargada de la vigilancia y aplicación de la Ley de Habeas Data, que ordene 
la corrección, actualización o retiró un dato personal de un banco de datos o fuente de 
información, sin perjuicio de que en virtud de su reclamo se inicie una investigación 
administrativa en contra de la entidad acusada, por la conducta desplegada.  
 
En consonancia con lo anterior es importante señalar que el legislador facultó a la 
Superintendencia de Industria y Comercio para ejercer la vigilancia de los operadores, 
fuentes y usuarios de la información financiera, crediticia, comercial y de servicios, 
dotándola en efecto con la capacidad de investigar y sancionar a sus destinatarios 



 

 
 
 
 
 
 
 

conforme lo establece el artículo 17 y S.S. de la ley 1266 de 2008, el cual en su tenor 
literal establece: 

 “Artículo 17. Función de vigilancia. La Superintendencia de Industria y Comercio 
ejercerá la función de vigilancia de los operadores, las fuentes y los usuarios de 
información financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros 
países, en cuanto se refiere a la actividad de administración de datos personales que 
se regula en la presente ley. 

En los casos en que la fuente, usuario u operador de información sea una entidad 
vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia, esta ejercerá la 
vigilancia e impondrá las sanciones correspondientes, de conformidad con las 
facultades que le son propias, según lo establecido en el Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero y las demás normas pertinentes y las establecidas en la presente ley. 

Para el ejercicio de la función de vigilancia a que se refiere el presente artículo, la 
Superintendencia de Industria y Comercio y la Superintendencia Financiera de 
Colombia, según el caso, tendrán en adición a las propias las siguientes facultades: 

1. Impartir instrucciones y órdenes sobre la manera como deben cumplirse las 
disposiciones de la presente ley relacionadas con la administración de la información 
financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países fijar 
los criterios que faciliten su cumplimiento y señalar procedimientos para su cabal 
aplicación. 

2. Velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, de las normas que 
la reglamenten y de las instrucciones impartidas por la respectiva Superintendencia. 

3. Velar porque los operadores y fuentes cuenten con un sistema de seguridad y con 
las demás condiciones técnicas suficientes para garantizar la seguridad y actualización 
de los registros, evitando su adulteración, pérdida, consulta o uso no autorizado 
conforme lo previsto en la presente ley. 

4. Ordenar a cargo del operador, la fuente o usuario la realización de auditorías 
externas de sistemas para verificar el cumplimiento de las disposiciones de la presente 
ley. 

5. Ordenar de oficio o a petición de parte la corrección, actualización o retiro de datos 
personales cuando ello sea procedente, conforme con lo establecido en la presente 
ley. Cuando sea a petición de parte, se deberá acreditar ante la Superintendencia que 
se surtió el trámite de un reclamo por los mismos hechos ante el operador o la fuente, 
y que el mismo no fue atendido o fue atendido desfavorablemente. 

6. Iniciar de oficio o a petición de parte investigaciones administrativas contra los 
operadores, fuentes y usuarios de información financiera, crediticia, comercial, de 
servicios y la proveniente de terceros países, con el fin de establecer si existe 
responsabilidad administrativa derivada del incumplimiento de las disposiciones de la 



 

 
 
 
 
 
 
 

presente ley o de las órdenes o instrucciones impartidas por el organismo de vigilancia 
respectivo, y si es del caso imponer sanciones u ordenar las medidas que resulten 
pertinentes”. 

En línea con lo anterior, En los casos en que la fuente, usuario u operador de información 
sea una entidad vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia, se deberá 
presentar ante esta ultima la reclamación, de conformidad con las facultades que les son 
propias. 
 
Es importante señalar que, no obstante, existe el régimen de habeas Data que contempla 
los mecanismos enunciados lo cierto es que el numeral 6 del inciso 2 del artículo 16 de 
la Ley 1266 de 2008, previó  que dicho régimen se aplicaría sin perjuicio de la acción de 
tutela a que hace referencia el artículo 86 de la Constitución Nacional, y en este sentido, 
el titular de la información puede, junto con lo anterior, recurrir al Juez Constitucional 
para que ordene el cese de la vulneración o la extinción de la amenaza a su derecho 
fundamental.  
 
Ahora bien, toda vez que la norma autoriza de forma expresa la intervención del juez 
constitucional y teniendo en cuenta el carácter especial de esta, así como la naturaleza 
de los derechos sujetos a controversia se puede concluir que el juez de tutela al tener 
conocimiento de una presunta infracción al régimen de Datos Personales desplaza la 
competencia de esta Superintendencia y se erige como el responsable directo de la 
materialización del derecho al Habeas Data de los titulares, motivo por el cual será éste 
el llamado a efectuar los pronunciamientos pertinentes en relación con la solicitud del 
accionante.   
 
De ahí que, cualquier orden que pudiera llegarse a impartir por su Honorable Despacho 
en contra de esta Entidad, devendría improcedente por cuanto, solo hasta cuando nos 
fue notificada la admisión de la tutela, tuvimos conocimiento de los hechos denunciados. 
Por tanto, le solicito comedidamente, se abstenga de impartir cualquier orden judicial en 
contra de esta Superintendencia.   
 

En conclusión, no resta más que solicitar a su honorable Despacho desvincular a la 

Superintendencia de Industria y Comercio en el presente asunto, porque tal y como se 

expresó anteriormente, esta Entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales 

invocados y tampoco es la llamada a velar por su protección en esta instancia, pues no 

tenía conocimiento previo de los hechos presuntamente vulneradores, y tal como se 

explicó en párrafos previos una vez presentada la acción de tutela el juez constitucional 

desplaza la competencia de esta Entidad en relación con la protección del derecho 

alegado. 

 

 



 

 
 
 
 
 
 
 

 

IV. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Oficina Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio 
ubicada en la Carrera 13 No 27-00, Piso Décimo de Bogotá D.C. y al correo electrónico 
notificacionesjud@sic.gov.co . 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
NEYIRETH BRICEÑO RAMÍREZ 
COORDINADORA GRUPO DE TRABAJO DE GESTION JUDICIAL 
Elaboró: John García 
Revisó:  Neyireth Briceño Ramírez 
Aprobó: Neyireth Briceño Ramírez 
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